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INICIATIVA LEGISLATIVA

Proyecto de ley

8-11/PL-000004, Ley por la que se modifican la 
Ley 10/2003, de 6 de noviembre, reguladora de 
los Colegios Profesionales de Andalucía, y la 
Ley 6/1995, de 29 de diciembre, de Consejos An-
daluces de Colegios Profesionales

Aprobada por el Pleno del Parlamento de Andalucía el día 
23 de noviembre de 2011, en el transcurso de la sesión 
celebrada los días 23 y 24 del mismo mes y año
Orden de publicación de 25 de noviembre de 2011

LEY POR LA QUE SE MODIFICAN 
LA LEY 10/2003, DE 6 DE NOVIEMBRE, REGULADORA 
DE LOS COLEGIOS PROFESIONALES DE ANDALUCÍA, 

Y LA LEY 6/1995, DE 29 DE DICIEMBRE, DE CONSEJOS 
ANDALUCES DE COLEGIOS PROFESIONALES

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El Estatuto de Autonomía para Andalucía dispone 
en el artículo 79.3.b) que corresponde a la Comunidad 
Autónoma, en lo no afectado por el artículo 149.1.18.ª de 
la Constitución, la competencia exclusiva sobre colegios 
profesionales y ejercicio de las profesiones tituladas, 
de acuerdo con el artículo 36 de la Constitución y con 
la legislación del Estado.

La Ley 10/2003, de 6 de noviembre, reguladora de 
los Colegios Profesionales de Andalucía, fue dictada 
en virtud de la competencia exclusiva en materia de 
colegios profesionales atribuida en el entonces vigente 
Estatuto de Autonomía para Andalucía, sin perjuicio de lo 
establecido en los artículos 36 y 139 de la Constitución, 
que a su vez determinan la reserva de ley –estatal– 
respecto a la regulación de las peculiaridades propias del 
régimen jurídico de los colegios profesionales. Por ello, 
algunos de los artículos de la ley andaluza incorporaron 
aquellos aspectos básicos del régimen jurídico de 
estas corporaciones de derecho público, dictados por 
el Estado al amparo del artículo 149.1.1.ª, 13.ª y 18.ª de 
la Constitución.

La Directiva 2006/123/CE del Parlamento Europeo 
y del Consejo, de 12 de diciembre de 2006, relativa a 
los servicios en el mercado interior, ha sido incorporada 
parcialmente al ordenamiento jurídico español mediante 
la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso 
a las actividades de servicios y su ejercicio, disposición 
que aprueba los principios generales que deben regir la 
regulación actual y futura de las actividades de servicios. 

Asimismo, la adaptación de la normativa estatal de 
rango legal se ha efectuado a través de la Ley 25/2009, 
de 22 de diciembre, de modificación de diversas leyes 
para su adaptación a la Ley sobre el libre acceso a las 
actividades de servicios y su ejercicio.

Entre las leyes que se han modificado y que afectan 
de forma genérica a las actividades de servicios, se 
encuentra la Ley 2/1974, de 13 de febrero, de Colegios 
Profesionales, que adapta determinados aspectos 
básicos referidos a estas corporaciones de derecho 
público, por lo que es necesario la modificación de la 
Ley 10/2003, de 6 de noviembre, reguladora de los Co-
legios Profesionales de Andalucía, para su adecuación 
a la normativa estatal citada.

Finalmente, la aplicación literal de alguno de los 
preceptos de la Ley 6/1995, de 29 de diciembre, de 
Consejos Andaluces de Colegios Profesionales, sobre 
la integración en estas corporaciones de segundo grado 
de colegios oficiales cuyo ámbito de actuación territorial 
se ha extendido, desde su creación, a las Ciudades 
Autónomas de Ceuta y de Melilla, puede suponer, en 
algunos casos, un resultado desproporcionado con la 
finalidad perseguida por la norma, por lo que se procede 
a su revisión.

La ley consta de dos artículos, una disposición 
transitoria, una disposición derogatoria y dos disposiciones 
finales.

En su artículo primero se concretan las modificacio-
nes que afectan a la Ley 10/2003, de 6 de noviembre, 
reguladora de los Colegios Profesionales de Andalucía, 
medidas que van dirigidas al refuerzo de las garantías 
de las personas colegiadas, las personas consumidoras 
y usuarias de los servicios profesionales, a la consecu-
ción de transparencia en la información que ofrecen los 
colegios profesionales y a la supresión de trabas admi-
nistrativas no justificadas en el trámite de colegiación en 
estas corporaciones. Asimismo, en aras de una mayor 
agilidad procedimental y eficacia, se ha suprimido el re-
quisito de que la petición de las personas profesionales 
interesadas para la creación de colegios profesionales 
tenga que ser mayoritaria.

En su artículo segundo se modifica la Ley 6/1995, de 29  
de diciembre, de Consejos Andaluces de Colegios Profe-
sionales, cuya finalidad no es otra que la de su aplicación 
coherente con la adecuada consideración del territorio 
de Andalucía como ámbito de aplicación normativa, de 
la misma manera que procedió la Ley 10/2003, de 6  
de noviembre, reguladora de los Colegios Profesionales de 
Andalucía, en su disposición adicional segunda, que previó 
el régimen jurídico específico de los colegios profesiona-
les de Andalucía cuyo ámbito de actuación se extiende 
a los territorios de las Ciudades Autónomas de Ceuta y 
de Melilla. Asimismo, se modifica su artículo 6, relativo 
a las funciones de los Consejos Andaluces de Colegios 
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Profesionales para su adaptación a la Ley 2/1974, de 13 
de febrero, de Colegios Profesionales.

Artículo primero. Modificación de la Ley 10/2003, de 6 
de noviembre, reguladora de los Colegios Profesionales 
de Andalucía.

La Ley 10/2003, de 6 de noviembre, reguladora 
de los Colegios Profesionales de Andalucía, queda 
modificada en los siguientes términos:

Uno. Los apartados 3 y 4 del artículo 3 quedan 
redactados como sigue:

«3. Los acuerdos, decisiones y recomendaciones de 
los colegios observarán los límites de la Ley 15/2007, de 3 
de julio, de Defensa de la Competencia, de conformidad 
con lo establecido en el apartado 4 del artículo 2 de la 
Ley 2/1974, de 13 de febrero, de Colegios Profesionales.

4. En todo caso, de acuerdo con lo dispuesto en 
el apartado 5 del artículo 2 de la Ley 2/1974, de 13 
de febrero, los requisitos que obliguen a ejercer de 
forma exclusiva una profesión o que limiten el ejercicio 
conjunto de dos o más profesiones serán sólo los que 
se establezcan por ley.

Los estatutos de los colegios, o los códigos deonto-
lógicos que en su caso aprueben los colegios, podrán 
contemplar previsiones expresas dirigidas a exigir a las 
personas profesionales colegiadas que su conducta en 
materia de comunicaciones comerciales sea ajustada a 
lo dispuesto en la ley, con la finalidad de salvaguardar 
la independencia e integridad de la profesión, así como, 
en su caso, el secreto profesional».

Dos. Se introduce un nuevo apartado 5 en el ar-
tículo 3, con la siguiente redacción:

«5. De acuerdo con lo dispuesto en el apartado 6 del 
artículo 2 de la Ley 2/1974, de 13 de febrero, el ejercicio 
profesional en forma societaria se regirá por lo previsto en 
las leyes y, específicamente, en la Ley 2/2007, de 15 de 
marzo, de Sociedades Profesionales. En ningún caso los 
colegios profesionales ni sus organizaciones colegiales 
podrán, por sí mismos o a través de sus estatutos o el 
resto de la normativa colegial, establecer restricciones 
al ejercicio profesional en forma societaria».

Tres. Se añade un nuevo artículo 3 bis, con la 
siguiente redacción:

«Artículo 3 bis. Colegiación.

1. De conformidad con lo establecido por el apartado 
1 del artículo 3 de la Ley 2/1974, de 13 de febrero, quien 
ostente la titulación requerida y reúna las condiciones 
señaladas estatutariamente tendrá derecho a ser admitido 
en el colegio profesional que corresponda.

2. Será requisito indispensable para el ejercicio de 
las profesiones hallarse incorporado al colegio profe-

sional correspondiente cuando así lo establezca una 
ley estatal, según lo dispuesto en el apartado 2 del 
artículo 3 de la Ley 2/1974, de 13 de febrero.

La cuota de inscripción o colegiación no podrá superar 
en ningún caso los costes asociados a la tramitación de la 
inscripción. Los colegios dispondrán los medios necesa-
rios para que las personas solicitantes puedan tramitar su 
colegiación por vía telemática, de acuerdo con lo previsto 
en el artículo 10 de la Ley 2/1974, de 13 de febrero.

Los colegios profesionales verificarán el cumplimiento 
del deber de colegiación respecto de las profesiones en 
las que así se haya establecido por ley estatal y, en su 
caso, solicitarán de las administraciones públicas las 
medidas pertinentes en el ámbito de sus competencias.

3. De acuerdo con lo dispuesto en el apartado 3 del 
artículo 3 de la Ley 2/1974, de 13 de febrero, cuando una 
profesión se organice por colegios territoriales bastará la 
incorporación a uno solo de ellos, que será el del domicilio 
profesional único o principal, para ejercer en todo el territorio 
español. A estos efectos, cuando en una profesión sólo 
existan colegios profesionales en algunas comunidades 
autónomas, las personas profesionales se regirán por la 
legislación del lugar donde tengan establecido su domicilio 
profesional único o principal, lo que bastará para ejercer 
en todo el territorio español.

Los colegios no podrán exigir a las personas pro-
fesionales que ejerzan en un territorio diferente al de 
colegiación comunicación ni habilitación alguna ni el 
pago de contraprestaciones económicas distintas de 
aquellas que exijan habitualmente a sus personas co-
legiadas por la prestación de los servicios de los que 
sean beneficiarios y que no se encuentren cubiertos 
por la cuota colegial.

En los supuestos de ejercicio profesional en territorio 
distinto al de colegiación, a los efectos de ejercer las 
competencias de ordenación y potestad disciplinaria que 
corresponden al colegio del territorio en el que se ejerza 
la actividad profesional, en beneficio de las personas 
consumidoras y usuarias, los colegios deberán utilizar los 
oportunos mecanismos de comunicación y los sistemas 
de cooperación administrativa entre autoridades compe-
tentes previstos en la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, 
sobre el libre acceso a las actividades de servicios y 
su ejercicio. Las sanciones impuestas, en su caso, por 
el colegio del territorio en el que se ejerza la actividad 
profesional surtirán efecto en todo el territorio español.

4. En el caso de desplazamiento temporal de una 
persona profesional de otro Estado miembro de la 
Unión Europea se estará a lo dispuesto en la normativa 
vigente, en aplicación del Derecho comunitario, relativa 
al reconocimiento de cualificaciones, de conformidad 
con lo que se dispone en el apartado 4 del artículo 3 
de la Ley 2/1974, de 13 de febrero».

Cuatro. Los apartados 1, 2 y 3 del artículo 10 
quedan redactados como sigue:
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«1. La creación de colegios profesionales se acor-
dará por ley del Parlamento de Andalucía, a petición 
de las personas profesionales interesadas.

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 111 del 
Estatuto de Autonomía para Andalucía, el proyecto de ley 
será aprobado por el Consejo de Gobierno de la Junta de 
Andalucía siempre que se aprecie la concurrencia de razo-
nes de interés público que justifiquen el carácter colegiado 
de una determinada profesión.

3. Sólo se podrán crear nuevos colegios profesio-
nales respecto de aquellas profesiones que tengan 
titulación universitaria oficial».

Cinco. El artículo 17 queda redactado de la si-
guiente manera:

«Artículo 17. Fines.

De acuerdo con lo establecido en el artículo 1.3 de 
la Ley 2/1974, de 13 de febrero, y sin perjuicio de la 
competencia de la Administración Pública por razón de 
la relación funcionarial, estatutaria o laboral, son fines 
esenciales de las corporaciones colegiales:

a) La ordenación del ejercicio de la profesión, 
dentro del marco legal respectivo y en el ámbito de 
sus competencias.

b) La representación institucional exclusiva de 
las profesiones cuando estén sujetas a colegiación 
obligatoria.

c) La defensa de los intereses profesionales de las 
personas colegiadas.

d) La protección de los intereses de las personas 
consumidoras y usuarias de los servicios de sus 
personas colegiadas, sin perjuicio de las competen-
cias que correspondan, en defensa de aquélla, a la 
Administración competente en materia de consumo 
y a las organizaciones de consumidores y usuarios 
legitimadas y capacitadas por la legislación de defensa 
y protección de los consumidores y por la normativa 
del orden jurisdiccional civil.

e) La defensa de los intereses generales de la 
profesión, así como la consecución de su adecuada 
satisfacción en relación con el ejercicio de la profesión 
respectiva.

f) Velar por el adecuado nivel de calidad de las 
prestaciones profesionales de las personas colegiadas.

g) Controlar que la actividad de sus personas 
colegiadas se someta a las normas deontológicas de 
la profesión».

Seis. El apartado 2 del artículo 18 queda redactado 
de la siguiente manera:

«2. Son funciones de los colegios profesionales:
a) Aprobar y modificar sus estatutos y reglamentos 

de régimen interior.
b) Ostentar, en su ámbito, la representación y 

defensa de la profesión ante la Administración, ins-
tituciones, tribunales, entidades y particulares, con 

legitimación para ser parte en cuantos litigios afecten 
a los intereses profesionales, todo ello conforme a la 
legislación vigente.

c) Ordenar, en el ámbito de sus competencias, la 
actividad profesional, elaborando las normas deonto-
lógicas comunes a la profesión respectiva.

d) Ejercer el derecho de petición conforme a la ley.
e) Organizar actividades y servicios comunes de 

carácter profesional, cultural, asistencial, de previsión 
y análogos, de interés para las personas colegiadas.

f) Elaborar y aprobar los presupuestos anuales de 
ingresos y gastos, así como sus cuentas y liquidaciones.

g) Establecer y exigir las aportaciones económicas 
de las personas colegiadas.

h) Encargarse del cobro de las percepciones, 
remuneraciones u honorarios profesionales, cuando la 
persona colegiada lo solicite libre y expresamente, en 
los casos en que el colegio tenga creados los servicios 
adecuados y en las condiciones que se determinen en 
los estatutos de cada colegio, todo ello de acuerdo con lo 
dispuesto en el artículo 5 de la Ley 2/1974, de 13 de febrero.

i) Crear y mantener un registro actualizado de perso-
nas colegiadas en el que conste, al menos, testimonio 
auténtico del título académico oficial, la fecha de alta en 
el colegio, el domicilio profesional, la firma actualizada 
y cuantas circunstancias afecten a su habilitación para 
el ejercicio profesional, así como el aseguramiento al 
que se refiere el artículo 27.c) de esta ley. Los registros 
de personas colegiadas deberán instalarse en soporte 
digital y gestionarse con aplicaciones informáticas que 
permitan su integración en los sistemas de información 
utilizados por las administraciones públicas con el 
objeto de facilitar a éstas el ejercicio de las funciones 
públicas que tienen encomendadas.

j) Crear y gestionar el Registro de Sociedades Pro-
fesionales, en el que deberán constar los siguientes 
extremos: denominación o razón social y domicilio de 
la sociedad; fecha y reseña de la escritura de consti-
tución y notario autorizante; duración de la sociedad 
si se hubiera constituido por tiempo determinado; la 
actividad o actividades profesionales que constituyan el 
objeto social; identificación de los socios profesionales 
y no profesionales y, en relación con aquéllos, número 
de colegiado y colegio profesional de pertenencia; e 
identificación de las personas que se encarguen de la 
administración y representación, expresando la condi-
ción de socio profesional o no de cada una de ellas.

k) Informar en los procedimientos administrativos o 
judiciales cuando sea requerido para ello o cuando se 
prevea su intervención con arreglo a la legislación vigente.

l) Facilitar a los órganos jurisdiccionales y a las ad-
ministraciones públicas, de conformidad con las leyes, 
la relación de las personas colegiadas que pueden ser 
requeridas para intervenir como peritos, o designarlas 
directamente; dicha relación comprenderá, asimismo, 
a las personas profesionales que intervendrán, previo 
requerimiento, en procedimientos de justicia gratuita.
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m) Proponer y, en su caso, adoptar las medidas 
necesarias para evitar el intrusismo profesional y la 
competencia desleal, ejercitando al respecto las acciones 
legales pertinentes.

n) Visar los trabajos profesionales de las personas 
colegiadas en los términos establecidos por la norma-
tiva de aplicación.

ñ) Intervenir como mediador y en procedimientos de 
arbitraje en los conflictos que por motivos profesionales 
se susciten entre las personas colegiadas, entre las 
personas colegiadas y los ciudadanos, y entre éstos, 
cuando lo decidan libremente; todo ello de acuerdo 
con la normativa estatal vigente en materia de arbitraje.

o) Procurar el perfeccionamiento de la actividad 
profesional y la formación permanente de las perso-
nas colegiadas, colaborando con las administraciones 
públicas en la mejora de su formación.

p) Ejercer la potestad disciplinaria sobre las per-
sonas colegiadas en el orden profesional y colegial 
en los términos previstos en esta ley, en la normativa 
aplicable y en sus propios estatutos.

q) Adoptar las medidas necesarias para garantizar 
que sus personas colegiadas cumplan con el deber 
de aseguramiento al que se refiere el artículo 27.c) 
de esta ley.

r) Participar en los órganos consultivos de las 
administraciones públicas, cuando sea preceptivo o 
éstas lo requieran.

s) Informar los proyectos normativos de la Comu-
nidad Autónoma sobre las condiciones generales del 
ejercicio profesional o que afecten directamente a los 
colegios profesionales.

t) Ejercer cuantas competencias administrativas les 
sean atribuidas legalmente, así como colaborar con las 
administraciones públicas mediante la formalización de 
convenios, realización de estudios o emisión de informes.

u) Cumplir y hacer cumplir a las personas colegia-
das las leyes generales y especiales y los estatutos 
colegiales y reglamentos de régimen interior, así como 
los acuerdos adoptados por los órganos colegiales en 
materia de su competencia.

v) Cuantas redunden en beneficio de la protección de 
los intereses de las personas consumidoras y usuarias 
de los servicios de sus personas colegiadas, que se 
determinarán expresamente en los estatutos. Asimis-
mo, los beneficios para las personas consumidoras y 
usuarias que se deriven de las actuaciones colegiales 
tendrán su reflejo en la Memoria Anual a la que se 
refiere el artículo 11 de la Ley 2/1974, de 13 de febrero.

w) Atender las solicitudes de información sobre sus 
personas colegiadas y sobre las sanciones firmes a 
ellas impuestas, así como las peticiones de inspección 
o investigación que les formule cualquier autoridad 
competente de un Estado miembro de la Unión Europea, 
en los términos previstos en la Ley 17/2009, de 23 de 
noviembre, sobre el libre acceso a las actividades de 
servicios y su ejercicio, en particular en lo que se refiere 

a que las solicitudes de información y de realización 
de controles, inspecciones e investigaciones estén 
debidamente motivadas y que la información obtenida 
se emplee únicamente para la finalidad para la que se 
solicitó, todo ello de acuerdo con lo establecido en el 
artículo 5.u) de la Ley 2/1974, de 13 de febrero.

x) Podrán elaborar criterios orientativos de honora-
rios a los exclusivos efectos de la tasación del servicio 
prestado por los colegiados en peticiones judiciales, jura 
de cuentas y, en su caso, asistencia jurídica gratuita.

y) Cuantas se encaminen al cumplimiento de los 
fines asignados a los colegios profesionales.

z) Aquellas que se les atribuyan por otras normas 
de rango legal o reglamentario, les sean delegadas por 
las administraciones públicas o se deriven de convenios 
de colaboración».

Siete. Se da nueva redacción al artículo 19.1.b):
«b) Ofrecer información sobre el contenido de la 

profesión y las personas colegiadas, respetando lo 
establecido en la normativa sobre protección de datos 
de carácter personal. En general, deberán facilitar la 
información que sea requerida por las administraciones 
públicas para el ejercicio de las competencias propias».

Ocho. Se añade una nueva letra f) al apartado 1 
del artículo 26, con la siguiente redacción:

«f) Realizar todos los trámites necesarios para la 
colegiación, su ejercicio y su baja en el colegio profe-
sional a través de un único punto, por vía electrónica 
y a distancia, de conformidad con lo dispuesto por el 
artículo 10 de la Ley 2/1974, de 13 de febrero».

Nueve. Las actuales disposiciones adicionales segunda 
a sexta pasan a ser las disposiciones adicionales tercera 
a séptima, respectivamente, y se introduce una nueva 
disposición adicional segunda, con la siguiente redacción:

«Disposición adicional segunda. Registros de per�
sonas colegiadas de profesiones sanitarias.

El registro de personas colegiadas al que se refiere 
el artículo 18.2.i) deberá incluir expresamente los datos 
relativos a los títulos de especialistas en ciencias de la 
salud, así como el resto de los datos a los que se refiere 
el artículo 5.2 de la Ley 44/2003, de 21 de noviembre, 
de Ordenación de las Profesiones Sanitarias y demás 
normativa reglamentaria vigente».

Diez. Queda suprimido el contenido de la actual 
disposición adicional séptima.

Once. La actual disposición adicional octava pasa a 
ser la disposición adicional novena y se añade una nueva 
disposición adicional octava, con la siguiente redacción:

«Disposición adicional octava. Organización colegial 
de Andalucía.

En el ámbito de la Comunidad Autónoma de An-
dalucía son corporaciones colegiales los consejos 
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andaluces de colegios profesionales y los colegios 
profesionales».

Artículo segundo. Modificación de la Ley 6/1995, de 29 de 
diciembre, de Consejos Andaluces de Colegios Profesionales.

La Ley 6/1995, de 29 de diciembre, de Consejos 
Andaluces de Colegios Profesionales, queda modifi-
cada como sigue:

Uno. El apartado 2 del artículo 2 queda redactado 
de la siguiente forma:

«2. Los consejos andaluces de colegios profesio-
nales integrarán a todos los colegios de la respectiva 
profesión cuyo ámbito de actuación esté circunscrito a 
Andalucía, sin perjuicio de lo dispuesto en la disposición 
adicional segunda de esta ley».

Dos. Se introducen dos nuevos apartados n) y ñ) 
en el artículo 6, con la siguiente redacción:

«n) Crear y mantener actualizado un sistema de 
información integrado con los datos de las personas 
profesionales colegiadas en sus respectivos colegios.

ñ) Facilitar a las administraciones públicas los datos 
contenidos en sus sistemas de información en los térmi-
nos establecidos en la normativa estatal y autonómica».

Tres. El apartado 1 del artículo 7 queda redactado 
del siguiente modo:

«1. Los colegios profesionales cuyo ámbito territorial 
de actuación esté exclusivamente comprendido dentro 
del territorio de Andalucía podrán instar la constitución del 
consejo andaluz de colegios de la profesión respectiva, 
sin perjuicio de lo dispuesto en la disposición adicional 
segunda de esta ley».

Cuatro. Las disposiciones adicionales segunda 
y tercera de la Ley 6/1995, de 29 de diciembre, de 
Consejos Andaluces de Colegios Profesionales pasan 
a ser las disposiciones adicionales tercera y cuarta, 
respectivamente, y se introduce una nueva disposición 
adicional segunda, con la siguiente redacción:

«Disposición adicional segunda. Consejos andaluces 
de colegios profesionales que agrupen a colegios cuyo 
ámbito territorial de actuación se extiende a Ceuta y 
Melilla.

Los colegios profesionales cuyo ámbito territorial 
de actuación se extienda a las Ciudades Autónomas 
de Ceuta y de Melilla podrán instar, en los términos 
dispuestos en esta ley, la constitución del consejo 
andaluz de colegios de la profesión respectiva, y se 
integrarán en dicho consejo andaluz».

Cinco. Se introduce una nueva disposición adicional 
quinta, con la siguiente redacción:

«Disposición adicional quinta. Registro de personas 
colegiadas de profesiones sanitarias.

1. Los consejos andaluces de colegios profesionales 
de profesiones sanitarias deberán crear y mantener 
actualizado un registro de personas colegiadas en el 
que incluirán expresamente el conjunto mínimo común 
de datos exigido por la normativa vigente.

2. Los registros de personas colegiadas de profesio-
nes sanitarias de los consejos andaluces se instalarán 
en soporte digital y se gestionarán con aplicaciones 
informáticas que permitan su integración sincrónica con 
el Registro de Profesionales Sanitarios de Andalucía. De 
igual modo, estos registros permitirán su consulta por la 
ciudadanía en los términos previstos reglamentariamente».

Seis. La actual disposición final pasa a ser la dis-
posición final segunda y se añade una disposición final 
primera, con la siguiente redacción:

«Disposición final primera.
En el ejercicio de las funciones reguladas en el 

artículo 6 de la presente ley, los consejos andaluces 
de colegios profesionales velarán por el cumplimiento de la 
Ley 15/2007, de 3 de julio, de Defensa de la Compe-
tencia; de la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre 
el libre acceso a las actividades de servicios y su 
ejercicio, y de la Ley 25/2009, de 22 de diciembre, de 
modificación de diversas leyes para su adaptación a la 
Ley sobre el libre acceso a las actividades de servicios 
y su ejercicio».

Disposición transitoria única. Adaptación de estatutos.

Sin perjuicio del cumplimiento del plazo de seis me-
ses establecido por la disposición transitoria quinta de la  
Ley 25/2009, de 22 de diciembre, de modificación de 
diversas leyes para su adaptación a la Ley sobre el libre 
acceso a las actividades de servicios y su ejercicio, sobre 
implantación de la ventanilla única y del servicio de atención 
a las personas consumidoras y usuarias, las corporaciones 
colegiales constituidas deberán adaptar sus estatutos a 
lo dispuesto en la presente ley y en la normativa estatal 
de aplicación general a todo el territorio del Estado en el 
plazo de un año a partir de su entrada en vigor.

Transcurrido el plazo al que se refiere el párrafo anterior 
sin haberse producido la adaptación de los estatutos, no se 
inscribirá documento alguno de las corporaciones colegiales 
en el Registro de Colegios Profesionales de Andalucía y en 
el Registro de Consejos Andaluces de Colegios Profesio-
nales, según corresponda, hasta que la adaptación haya 
sido aprobada e inscrita por la Administración.

Disposición derogatoria única. Derogación normativa.

Quedan derogadas cuantas disposiciones de rango 
legal o reglamentario o estatutos de corporaciones 
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profesionales y demás normas internas colegiales se 
opongan a lo dispuesto en la presente ley.

Disposición final primera. Delegación legislativa para la 
refundición de normas en materia de colegios profesionales.

1. Conforme a lo dispuesto en el artículo 109 del 
Estatuto de Autonomía para Andalucía, se autoriza al 
Consejo de Gobierno para que, en el plazo de seis 
meses, desde la entrada en vigor de la presente ley, 
apruebe el texto refundido de las siguientes leyes:

a) Ley 6/1995, de 29 de diciembre, de Consejos 
Andaluces de Colegios Profesionales.

b) Ley 10/2003, de 6 de noviembre, reguladora de 
los Colegios Profesionales de Andalucía.

2. La autorización para refundir se extiende, además, 
a la regularización y armonización de los textos legales 
que se refunden, epigrafiando, en su caso, los títulos, 
capítulos y artículos del texto refundido.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

La presente ley entrará en vigor al mes de su pu-
blicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

8-11/PL-000009, Proyecto de Ley por la que se 
regula el uso de la lengua de signos española y 
los medios de apoyo a la comunicación oral de 
las personas sordas, con discapacidad auditiva 
y con sordoceguera en Andalucía

Tramitación directa y en lectura única ante el Pleno
Acuerdo del Pleno del Parlamento de Andalucía de 23 de 
noviembre de 2011, en el transcurso de la sesión celebra�
da los días 23 y 24 del mismo mes y año
Orden de publicación de 25 de noviembre de 2011

8-11/PL-000009, Ley por la que se regula el uso 
de la lengua de signos española y los medios de 
apoyo a la comunicación oral de las personas 
sordas, con discapacidad auditiva y con sordo-
ceguera en Andalucía

Aprobada por el Pleno del Parlamento el día 23 de noviem�
bre de 2011, en el transcurso de la sesión celebrada los 
días 23 y 24 del mismo mes y año
Orden de publicación de 25 de noviembre de 2011

Ley por la que se regula el uso de la lengua 
de signos española y los medios de apoyo a la 

comunicación oral de las personas sordas, con 
discapacidad auditiva y con sordoceguera en 

Andalucía

8-11/PL-000009

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I

La Constitución Española proclama en su artícu
lo 9.2 la obligación de los poderes públicos de promo-
ver las condiciones para que la libertad y la igualdad 
del individuo y de los grupos en que se integra sean 
reales y efectivas, así como de remover los obstácu-
los que impidan o dificulten su plenitud y facilitar la 
participación de toda la ciudadanía en la vida política, 
económica, cultural y social. Asimismo, el artículo 49 
establece como principio rector de la política social y 
económica, la obligación de los poderes públicos de 
realizar una política de previsión, tratamiento, rehabi-
litación e integración de las personas con discapaci-
dad física, sensorial y psíquica, a quienes prestarán 
la atención especializada que requieran y ampararán 
especialmente para el disfrute de los derechos que el 
Título Primero otorga a toda la ciudadanía.

II

La Convención Internacional sobre los Derechos de 
las Personas con Discapacidad, de 13 de diciembre 
de 2006, establece la necesidad de aplicar “ajustes 
razonables” relacionados con el uso de la lengua de 
signos, el Braille, los modos, medios, y formatos au-
mentativos y alternativos de comunicación y todos los 
demás modos, medios y formatos de comunicación 
accesibles que elijan las personas con discapacidad. 
De esta manera, el artículo 26.3 establece que los 
“Estados Partes promoverán la disponibilidad, el cono-
cimiento y el uso de tecnología de apoyo y dispositivos 
destinados a las personas con discapacidad, a efectos 
de habilitación y rehabilitación” y el artículo 30.4 de la 
Convención recoge que “las personas con discapacidad 
tendrán derecho, en igualdad de condiciones con las 
demás, al reconocimiento y el apoyo de su identidad 
cultural y lingüística específica, incluidas la lengua de 
señas y la cultura de los sordos”.

III

La disposición final duodécima de la Ley 51/2003, 
de 2 de diciembre, compelía al Gobierno de la Nación 
a regular los efectos que habría de surtir la lengua de 
signos española, con el fin de garantizar a las personas 
sordas y con discapacidad auditiva la posibilidad de su 
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aprendizaje, conocimiento y uso, así como la libertad de 
elección respecto a los distintos medios utilizables para 
su comunicación con el entorno. Como consecuencia de 
la misma, se promulga la Ley 27/2007, de 23 de octubre, 
por la que se reconocen las lenguas de signos españolas 
y se regulan los medios de apoyo a la comunicación 
oral de las personas sordas, con discapacidad auditiva 
y con sordoceguera, en cuyo artículo 3.1 se dispone 
que las normas establecidas en la citada Ley “surtirán 
efectos en todo el territorio español, sin perjuicio de la 
regulación que corresponda en el ámbito de las Comu-
nidades Autónomas, garantizándose en todo caso la 
igualdad a que se refiere la disposición final primera”.

IV

El Estatuto de Autonomía para Andalucía estable-
ce en su artículo 10.3.16.º como objetivo básico de la 
Comunidad Autónoma la integración social, económica 
y laboral de las personas con discapacidad. Por su 
parte, el artículo 14 prohíbe toda discriminación en 
el ejercicio de los derechos, el cumplimiento de los 
deberes y la prestación de los servicios contemplados 
en su Título I, destacando en particular la ejercida por 
razón de discapacidad. No obstante, señala que esta 
prohibición no impedirá acciones positivas en beneficio 
de sectores, grupos o personas desfavorecidas.

Asimismo, el Estatuto reconoce en su artículo 24 el 
derecho de las personas con discapacidad y las que 
estén en situación de dependencia a acceder, en los 
términos que establezca la ley, a las ayudas, prestaciones 
y servicios de calidad con garantía pública necesarios 
para su desarrollo personal y social. Y entre los principios 
rectores de las políticas públicas del artículo 37.1.5.º y 6.º 
se incluyen expresamente “la autonomía y la integración 
social y profesional de las personas con discapacidad, 
de acuerdo con los principios de no discriminación, 
accesibilidad universal e igualdad de oportunidades, 
incluyendo la utilización de los lenguajes que les permitan 
la comunicación y la plena eliminación de las barreras”, 
así como “el uso de la lengua de signos española y las 
condiciones que permitan alcanzar la igualdad de las 
personas sordas que opten por esta lengua, que será 
objeto de enseñanza, protección y respeto”.

V

La Ley 1/1999, de 31 de marzo, de Atención a las 
Personas con Discapacidad en Andalucía, dedica el 
Capítulo V de su Título VII a la accesibilidad en co-
municación. En este capítulo se establece por parte 
de las Administraciones Públicas la promoción de la 
supresión de las barreras en la comunicación y, en 
especial, la garantía del derecho a la información, a la 
comunicación, a la cultura, a la educación, a la sanidad, 
al trabajo, a los servicios sociales y al ocio. Asimismo, 
establece el impulso por las Administraciones Públicas 

de la formación profesional en interpretación de la 
lengua de signos y en guía-interpretación de personas 
con sordoceguera y la promoción en su ámbito de la 
utilización de intérpretes y guías-intérpretes. Y, por 
último, se recoge la elaboración de un plan de medidas 
técnicas para garantizar el derecho a la información 
en los medios audiovisuales dependientes de las Ad-
ministraciones Públicas andaluzas.

VI

Los poderes públicos en Andalucía han sido impulso-
res del reconocimiento de la lengua de signos española, 
haciéndose eco de las demandas del movimiento aso-
ciativo andaluz que representa a las personas sordas o 
con discapacidad auditiva. Así, en 2003, en septiembre, 
se aprobó la proposición no de ley de reconocimiento 
legal de la lengua de signos española, por la que el 
Parlamento andaluz instaba al Consejo de Gobierno a 
que solicitara del Gobierno central el reconocimiento 
de la lengua de signos española, y la implantación en 
todo el territorio español del sistema educativo bilingüe 
(lengua oral/lengua de signos). Además, se instaba 
al Consejo de Gobierno, entre otras medidas, a que 
facilitase la utilización de la lengua de signos españo-
la en los centros docentes donde hubiera escolares 
que así lo requiriesen, a que continuase impulsando 
campañas y acciones de sensibilización en formación 
e información y a que se eliminasen las barreras en 
la comunicación.

De la presente Ley destaca la participación en su 
elaboración de la población con discapacidad auditiva, 
a través de las entidades que la representa, así como 
de diferentes departamentos de la Administración 
autonómica, de la Administración local y de los agentes 
sociales y económicos. Se trata de una ley que supone 
una apuesta decisiva para lograr la plena participación 
social, económica y laboral de las personas sordas, con 
discapacidad auditiva y con sordoceguera. Siendo éstas 
sus destinatarias principales, las medidas transversales 
para la accesibilidad en la comunicación redundarán 
también en el conjunto de la sociedad andaluza. Esta 
Ley impulsará la aplicación de la Ley 27/2007, de 23 de 
octubre, introduciendo novedades destacadas como el 
reconocimiento de profesionales de teleinterpretación, la 
figura del agente de desarrollo de la comunidad sorda, 
y la de mediación para personas con sordoceguera.

VII

La presente Ley se estructura en tres capítulos, 
cinco disposiciones adicionales y dos finales.

El Capítulo I recoge las disposiciones generales 
que se refieren al objeto de la Ley, a su ámbito de 
aplicación, a la definición de los distintos conceptos que 
surgen a lo largo de la presente norma, al derecho al 
aprendizaje, conocimiento y uso de la lengua de signos 
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española y de la lengua oral mediante los medios de 
apoyo a la comunicación oral, regula los efectos que 
surtirá la aplicación de la Ley, y establece los principios 
en que ésta se inspira.

El Capítulo II está dedicado al aprendizaje y cono-
cimiento de la lengua de signos española y la lengua 
oral a través de los medios de apoyo a la comunica-
ción oral, tanto en la enseñanza reglada como en la 
formación no reglada. 

El Capítulo III desarrolla el uso de la lengua de signos 
española y de los medios de apoyo a la comunicación 
oral en las diferentes áreas públicas y privadas de 
aplicación de la Ley, referidas a los ámbitos educativo, 
sanitario, de formación y empleo, cultural, turístico, 
deportivo, y de ocio, de edificaciones, de bienestar 
social, a los transportes, a las relaciones con las Ad-
ministraciones Públicas, la participación política, y los 
medios de comunicación social, telecomunicaciones y 
sociedad de la información.

Por último, la Ley contiene cinco disposiciones adiciona-
les y dos finales: la disposición adicional primera recoge 
la creación de la Comisión de Seguimiento de la Ley, 
las disposiciones segunda y tercera las garantías de 
dotación estructural y jurídicas, así como la dotación  
de apoyos técnicos y otros medios, la cuarta, el sistema 
arbitral y la quinta hace referencia a la reproducción 
de la normativa estatal. Las dos disposiciones finales 
recogen el desarrollo normativo y ejecución, y entrada 
en vigor de la Ley, respectivamente.

La presente Ley se dicta sin perjuicio de las condicio-
nes básicas estatales y de acuerdo con las competencias 
que otorga el Estatuto de Autonomía para Andalucía a la 
Comunidad Autónoma en materia de fomento (artículo 45), 
educación (artículo 52), universidades (artículo 53), inves-
tigación, desarrollo e innovación tecnológica (artículo 54), 
salud (artículo 55), vivienda (artículo 56), régimen local 
(artículo 60), servicios sociales (artículo 61), empleo 
(artículo 63), transporte y comunicaciones (artículo 64) 
cultura y patrimonio (artículo 68), medios de comunicación 
social (artículo 69), turismo (artículo 71) y de deportes, 
espectáculos y actividades recreativas (artículo 72).

CAPÍTULO I
Disposiciones Generales

Artículo 1. Objeto de la Ley.

La presente Ley tiene como objeto la regulación de 
las medidas necesarias para garantizar y hacer efectivo 
en Andalucía el respeto, protección, enseñanza y uso en 
condiciones de igualdad de la lengua de signos española, 
en adelante LSE, como lengua de aquellas personas que 
decidan libremente utilizarla, así como de la lengua oral 
a través de los medios de apoyo a la comunicación oral, 
en el marco de las condiciones básicas establecidas en la 
Ley 27/2007, de 23 de octubre, por la que se reconocen 

las lenguas de signos españolas y se regulan los medios 
de apoyo a la comunicación oral de las personas sordas, 
con discapacidad auditiva y sordociegas.

Artículo 2. Efectos de la Ley.

1. En la presente Ley se establecen las medidas 
y garantías necesarias para que las personas sordas, 
con discapacidad auditiva y con sordoceguera puedan 
libremente hacer uso de la LSE y de la lengua oral a 
través de los medios de apoyo a la comunicación oral 
en todas las áreas públicas y privadas, con el fin de 
hacer efectivo el ejercicio de los derechos y libertades 
recogidos en la Constitución y en el Estatuto de Auto-
nomía para Andalucía.

2. La LSE y los medios de apoyo a la comunicación 
oral, a efectos de esta Ley, se consideran condición 
básica de accesibilidad y no discriminación para las 
personas con discapacidad auditiva usuarias, bien de la 
lengua de signos, bien de la lengua oral en Andalucía, 
tanto en su acceso a la información, en la comunicación 
como en las telecomunicaciones, en todos los ámbitos 
de participación.

3. Se garantizará el respeto, uso, enseñanza y pro-
tección de la LSE y de la lengua oral a través de los 
medios de apoyo a la comunicación oral para la promo-
ción de la igualdad de oportunidades de las personas 
sordas, con discapacidad auditiva y con sordoceguera 
que opten por una u otra.

Artículo 3. Personas destinatarias.

Serán destinatarias de esta Ley las personas con 
sordoceguera y las personas sordas o con discapacidad 
auditiva a quienes se les haya reconocido por tal motivo 
un grado de discapacidad igual o superior al 33%, así 
como todas aquellas personas con un grado de disca-
pacidad igual o superior al 33% que por motivo de otras 
discapacidades precisen de las medidas recogidas en 
la misma, siempre que tengan su residencia habitual en 
cualquier municipio de Andalucía.

Artículo 4. Ámbito de aplicación.

Esta Ley se aplicará en los siguientes ámbitos:
a) Bienes y servicios a disposición del público.
b) Transportes.
c) Relaciones con las Administraciones Públicas.
d) Administración de Justicia.
e) Participación política.
f) Medios de comunicación social, telecomunica-

ciones y sociedad de la información.

Artículo 5. Definiciones.

A los efectos de esta Ley, se entiende por:
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a) LSE: Es la lengua de carácter visual, espacial, 
gestual y manual en cuya conformación intervienen 
factores históricos, culturales, lingüísticos y sociales, 
utilizada tradicionalmente como lengua por las personas 
sordas, con discapacidad auditiva y con sordoceguera, 
en Andalucía.

b) Lengua oral: Es la lengua de modalidad oral-
auditiva reconocida oficialmente en la Constitución 
Española. A efectos de esta Ley en Andalucía, se 
refiere a la lengua castellana.

c) Medios de apoyo a la comunicación oral: Son 
aquellos códigos y medios de comunicación, así como 
los recursos tecnológicos y ayudas técnicas usadas por 
las personas sordas, con discapacidad auditiva y con 
sordoceguera que facilitan el acceso a la expresión 
verbal y escrita de la lengua oral, favoreciendo una 
comunicación con el entorno más plena.

d) Personas sordas o con discapacidad auditiva: Son 
aquellas personas con una pérdida auditiva en mayor 
o menor grado, a quienes se les haya reconocido por 
tal motivo un grado de discapacidad igual o superior  
al 33%, que encuentran en su vida cotidiana barreras 
en la información, la comunicación y las telecomuni-
caciones, o que, en el caso de haberlas superado, 
requieren medios y apoyos para su realización.

e) Personas con sordoceguera: Son aquellas perso-
nas en las que se combinan dos deficiencias sensoriales, 
visual y auditiva, generándoles problemas de comuni-
cación únicos y necesidades especiales derivadas de 
la dificultad para percibir de manera global, conocer, 
y por tanto interesarse y desenvolverse en su entorno. 
Algunas de estas personas son totalmente sordas y 
ciegas, mientras que otras tienen restos auditivos y 
visuales. Utilizan sistemas de comunicación adaptados 
a su situación sensorial.

f) Persona usuaria de la LSE: Es aquella persona 
que utiliza la LSE para comunicarse.

g) Persona usuaria de medios de apoyo a la comuni-
cación oral: Es aquella persona sorda, con discapacidad 
auditiva o con sordoceguera, que se comunica en lengua 
oral y precisa de medios de apoyo a la comunicación 
oral para acceder a la información y a la comunicación 
en el entorno social.

h) Intérprete de LSE: Profesional que interpreta y 
traduce la información de la lengua de signos española 
a la lengua oral y escrita y viceversa con el fin de ase-
gurar la comunicación entre las personas sordas, y con 
discapacidad auditiva, que sean usuarias de esta lengua, 
con las personas oyentes y su entorno social. Por otra 
parte, teleintérprete de LSE es la persona profesional que 
interpreta y traduce la información a distancia.

i) Teleinterpretación de LSE: Servicio prestado por 
un o una teleintérprete que interpreta y traduce en la 
distancia la información de la LSE a la lengua oral, y 
viceversa, haciendo uso de la videotelefonía pública 
(a través de redes fijas y móviles) y otras tecnologías, 
en un centro de teleinterpretación y de forma ubicua, 

como puente de comunicación entre una persona que 
utiliza la lengua oral, y otra que utiliza la LSE haciendo 
accesibles los servicios de telecomunicaciones.

j) Guía-intérprete de personas con sordoceguera: 
Profesional que interpreta y traduce la información de 
la LSE a la lengua oral, escrita y a los distintos siste-
mas y medios de apoyo a la comunicación utilizados 
por las personas con sordoceguera y viceversa. Con 
el fin de asegurar la comunicación entre las personas 
con sordoceguera y sus interlocutores, les suministra 
toda la información que necesitan del entorno, tanto 
contextual como lingüística, facilitando su participación 
en igualdad de condiciones. Actúa como guía en los 
desplazamientos.

k) Mediador o mediadora de personas con sordoce-
guera: Profesional que utiliza la LSE y otros sistemas 
de comunicación alternativos al lenguaje oral y ayuda 
a la persona con sordoceguera a desarrollar el nivel 
y sistema comunicativo que más se adecua a sus 
características personales. Actúa de nexo entre la 
persona con sordoceguera y su entorno, propiciando 
su interacción con él y la adquisición de aprendizajes.

l) Agente de desarrollo de la Comunidad Sorda: 
Profesional con formación específica para la atención 
a la comunidad sorda, con el objetivo de fomentar la 
participación de las personas sordas y las personas 
con discapacidad auditiva en la sociedad a través de 
la promoción de su autonomía personal.

m) Educación bilingüe: Proyecto educativo en el 
que el proceso de enseñanza-aprendizaje se lleva a 
cabo en un entorno en el que coexisten dos o más 
lenguas que se utilizan como lenguas vehiculares. 
En el caso de las personas sordas, con discapacidad 
auditiva y con sordoceguera, se referirá a las lenguas 
orales reconocidas oficialmente y a las lenguas de 
signos españolas.

n) Subtitulado: Recurso de apoyo a la comunicación 
oral que transcribe a texto el mensaje hablado, garanti-
zando el máximo acceso a la información de la persona 
sorda, con discapacidad auditiva o con sordoceguera.

ñ) Audiodescripción: Servicio de apoyo a la comu-
nicación audiovisual consistente en un conjunto de 
técnicas y habilidades aplicadas para compensar la 
carencia de captación de la parte visual de un con-
tenido audiovisual suministrando a las personas con 
discapacidad visual una adecuada información sonora 
por medio de la traducción, explicación o narración de 
los elementos visuales relevantes, con objeto de que 
perciban dicho contenido como un todo armónico y de 
la forma más aproximada posible a como lo percibe 
una persona sin discapacidad visual.

o) Ajuste razonable: Las medidas de adecuación 
del ambiente físico, social y actitudinal a las necesi-
dades específicas de las personas con discapacidad 
que, de forma eficaz y práctica y sin que supongan 
una carga desproporcionada, faciliten la accesibilidad 
o participación de una persona con discapacidad en 
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igualdad de condiciones que el resto de los ciudadanos. 
Para determinar si una carga es o no proporcionada se 
tendrán en cuenta los costes de la medida, los efectos 
discriminatorios que suponga para las personas con 
discapacidad su no adopción, la estructura y carac-
terísticas de la persona, entidad u organización que 
ha de ponerla en práctica y la posibilidad que tenga 
de obtener financiación oficial o cualquier otra ayuda.

Artículo 6. Derecho al aprendizaje, conocimiento y uso 
de la LSE y la lengua oral a través de los medios de 
apoyo a la comunicación oral.

Se reconoce el derecho de libre opción de las 
personas sordas, con discapacidad auditiva y con 
sordoceguera al aprendizaje, conocimiento y uso de la 
LSE y de la lengua oral a través de los distintos medios 
de apoyo a la comunicación oral en los términos esta-
blecidos en esta Ley. En caso de menores de edad o 
personas incapacitadas, este derecho será ejercido por 
sus padres, madres o representantes legales.

Artículo 7. Principios generales.

Esta Ley se inspira en los siguientes principios:
a) No discriminación: Ninguna persona con discapa-

cidad podrá ser tratada desigualmente o discriminada, 
directa o indirectamente, por ejercer su derecho de opción 
al uso de la LSE y la lengua oral a través de medios de 
apoyo a la comunicación oral en cualquier ámbito, sea 
público o privado.

b) Libertad de elección: Las personas sordas, con 
discapacidad auditiva o con sordoceguera y, en su 
caso, sus padres, madres o representantes legales, 
en el supuesto de que sean menores de edad o estén 
incapacitadas, podrán optar por la lengua oral y por 
la LSE.

c) Normalización: Las personas sordas, con disca-
pacidad auditiva o con sordoceguera deben poder llevar 
una vida normal, accediendo a los mismos lugares, 
ámbitos, bienes y servicios que están a disposición 
de cualquier persona.

d) Accesibilidad universal: Los entornos, procesos, 
bienes, productos y servicios, así como los objetos e 
instrumentos, herramientas y dispositivos deben cumplir 
las condiciones necesarias para ser comprensibles, 
utilizables y practicables por todas las personas en 
condiciones de seguridad y comodidad y de la forma 
más autónoma y natural posible.

e) Diseño para todos y todas en materia de LSE y 
medios de apoyo a la comunicación oral: La actividad 
estratégica por la que se conciben o proyectan, desde 
el origen, y siempre que ello sea posible, entornos, 
procesos, bienes, productos, servicios, objetos, ins-
trumentos, dispositivos o herramientas, que incluyan 
la LSE y los medios de apoyo a la comunicación oral, 

de tal forma que puedan ser utilizados por todas las 
personas en Andalucía.

f) Transversalidad de las políticas en materia de 
LSE y medios de apoyo a la comunicación oral: Las 
actuaciones que desarrollen las Administraciones Pú-
blicas andaluzas no se limitarán únicamente a planes, 
programas y acciones específicas, pensadas exclusi-
vamente para las personas sordas, con discapacidad 
auditiva o con sordoceguera, sino que las mismas deben 
incluirse en las políticas y líneas de acción de carácter 
general en cualquiera de los ámbitos y sectores de 
actuación de las políticas públicas, teniendo en cuenta 
las diversas necesidades y demandas de las personas 
usuarias de las mismas.

g) Diálogo civil: Principio en virtud del cual las orga-
nizaciones representativas en Andalucía de las personas 
sordas, con discapacidad auditiva y con sordoceguera, 
y de sus familias y los agentes económicos y sociales, 
participan en los términos que establecen las leyes y 
demás disposiciones normativas, en la elaboración, 
ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas 
oficiales que comprendan actuaciones sobre las mismas.

h) La igualdad de trato entre mujeres y hombres: 
Principio que supone la ausencia de toda discriminación, 
directa o indirecta, por razón de sexo, en los ámbitos 
económico, político, social, laboral, cultural y educati-
vo, en particular, en lo que se refiere al empleo, a la 
formación profesional y a las condiciones de trabajo.

CAPÍTULO II
Aprendizaje y conocimiento de la LSE y de la 

lengua oral a través de los medios de apoyo a la 
comunicación oral

Artículo 8. Del aprendizaje en la Enseñanza Reglada.

1. La Administración educativa dispondrá de los 
recursos humanos, materiales y tecnológicos necesarios 
para facilitar en aquellos centros de enseñanza reglada 
que se determinen, de conformidad con lo establecido 
en la legislación educativa vigente, el aprendizaje de 
la LSE y de la lengua oral al alumnado sordo, con 
discapacidad auditiva y con sordoceguera. En todo 
caso, la adjudicación de puestos escolares habrá de 
tener en cuenta la capacidad de los centros.

2. La Administración educativa ofertará, en los cen-
tros que se determinen, entre otros, modelos educativos 
bilingües que serán de libre elección por el alumnado 
sordo, con discapacidad auditiva o con sordoceguera o, 
por sus padres, madres o representantes legales, en el 
caso de ser menores de edad o estar en situación de 
incapacidad. Para ello, se informará sobre la opción de la 
educación bilingüe así como de otros recursos disponibles. 
La opción de la educación bilingüe, a fin de normalizar e 
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integrar el uso de la LSE, será extensible a la población 
oyente escolarizada en dichos centros.

3. La Administración educativa en Andalucía poten-
ciará el diseño, elaboración y difusión de materiales 
didácticos adaptados a las necesidades educativas 
especiales asociadas a discapacidad auditiva, en LSE y 
para el acceso del alumnado con discapacidad auditiva 
a la lengua oral, ya sea a través de ayudas técnicas o 
sistemas aumentativos de comunicación.

4. Los planes de estudios podrán incluir, en los 
centros que se determinen, como asignatura optativa, 
el aprendizaje de la LSE para el conjunto del alumnado, 
facilitando de esta manera la inclusión social de la 
población sorda, con discapacidad auditiva y con sor-
doceguera usuaria de la LSE y fomentando valores de 
igualdad y respeto a la diversidad lingüística y cultural.

5. Con el fin de disponer de profesionales debida-
mente cualificados para la enseñanza de la LSE y de 
la lengua oral a través de los medios de apoyo a la 
comunicación oral, en su caso, para el uso previsto 
en el Capítulo III, la Administración educativa compe-
tente determinará las titulaciones que, conforme a la 
normativa existente sobre requisitos para su ejercicio, 
considere oportunas y propiciará su formación inicial y 
permanente. Para ello, se contará con la participación 
y asesoramiento de las entidades representativas de 
las personas con discapacidad auditiva y sus familias.

6. La Administración educativa establecerá planes 
y programas de formación para el profesorado que 
atiende al alumnado sordo, con discapacidad auditiva 
o con sordoceguera, o que desee formarse en LSE 
para acciones educativas y formativas futuras. En tal 
sentido, se promocionará que en la formación inicial del 
profesorado se incluya la LSE en los planes de estudio 
de los másteres pedagógicos para impartir educación 
secundaria y en las facultades de ciencias de la educación.

Artículo 9. Del aprendizaje en la Formación no reglada.

1. Las Administraciones competentes en la forma-
ción para el empleo y demás formación no reglada, 
potenciarán la cooperación con las personas sordas, 
con discapacidad auditiva y con sordoceguera, sus 
familias y las entidades asociativas del sector en la 
realización de cursos de formación para el aprendizaje 
de la LSE y de la lengua oral a través del uso de los 
medios de apoyo a la comunicación oral, así como en 
la edición de materiales didácticos.

2. Las Administraciones Públicas andaluzas, los 
agentes económicos y sociales, centros colaboradores 
y demás entidades promoverán la accesibilidad en la 
comunicación de las personas con discapacidad auditiva 
usuarias de la LSE y de las usuarias de la lengua oral 
en sus ofertas de formación para el empleo y demás 
formación no reglada, a través de la correspondiente 
provisión de recursos humanos, medios materiales, 
didácticos y técnicos adaptados a sus necesidades.

3. Se potenciará, por parte de la Administración 
competente, la oferta de cursos de actualización 
profesional relacionados con puestos de trabajo en 
los que se emplea la LSE o los medios de apoyo a la 
comunicación oral.

Con el fin de reducir los riesgos de abandono y posibi-
litar a las personas sordas, con discapacidad auditiva y 
con sordoceguera su avance en un itinerario formativo, 
se favorecerá el reconocimiento y acreditación parcial 
acumulable de las cualificaciones profesionales. Para 
ello, se fomentará por parte de los organismos com-
petentes la programación de acciones formativas que 
estén constituidas por módulos formativos basados en 
unidades de competencia, de modo que puedan acu-
mularlos y conseguir la acreditación de la cualificación 
completa mediante un certificado de profesionalidad.

4. Las Administraciones Públicas andaluzas impulsarán 
el acceso a la formación en LSE de las empleadas y em-
pleados públicos de la Junta de Andalucía, de sus entidades 
instrumentales y de las entidades locales, especialmente del 
personal relacionado con puestos de atención al público y 
atención ciudadana en materia de seguridad y emergencias.

5. La Administración andaluza y los agentes sociales 
y económicos en Andalucía, como medida de integra-
ción y normalización de las personas con discapacidad 
auditiva, sensibilizarán sobre las necesidades de estas 
personas y promoverán la formación en LSE y en el 
uso de los medios de apoyo a la comunicación oral.

CAPÍTULO III
Uso de la LSE y la lengua oral a través de los 

medios de apoyo a la comunicación oral

Artículo 10. Objeto.

1. Las Administraciones Públicas andaluzas, en los 
términos que se determinen reglamentariamente, pro-
moverán la prestación de servicios de interpretación de 
LSE, guía-interpretación, mediación y la disponibilidad 
de los medios de apoyo a la comunicación oral a todas 
las personas sordas, con discapacidad auditiva o con 
sordoceguera cuando lo precisen, en las diferentes 
áreas públicas y privadas que se especifican en el 
presente capítulo. La información y difusión de todos 
los procedimientos, bienes y servicios a disposición del 
público serán presentadas de forma accesible.

Los servicios de intérpretes de LSE podrán ser de 
carácter presencial o a distancia a través de videote-
lefonía u otros medios tecnológicos. Los servicios de 
guías-intérpretes y profesionales de mediación serán 
de carácter presencial.

2. Los poderes públicos, en los términos establecidos 
en la Ley 51/2003, de 2 de diciembre, y en sus normas 
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de desarrollo reglamentario, promoverán, asimismo, 
medidas contra la discriminación y establecerán medidas 
de acción positiva en favor de las personas sordas, con 
discapacidad auditiva y con sordoceguera usuarias de 
la LSE y usuarias de la lengua oral a través de medios 
de apoyo a la comunicación oral, de acuerdo con lo 
dispuesto en el presente capítulo.

3. En el diseño, desarrollo y puesta a disposición 
del público de nuevos bienes y servicios, o bien en 
la implantación de ajustes razonables, se tendrán 
en cuenta las necesidades de las personas sordas, 
con discapacidad auditiva y con sordera facilitándose 
la utilización de la LSE y de los medios de apoyo a la 
comunicación oral.

4. Asimismo, se garantizará el derecho de las per-
sonas sordas, con discapacidad auditiva o con sordoce-
guera a acceder acompañadas de los profesionales de 
la LSE y de los medios de apoyo a la comunicación oral 
a todos los ámbitos de participación, sean de carácter 
público o privado, cuando la persona con discapacidad 
auditiva o sordoceguera así lo requiera.

Artículo 11. Acceso a los bienes y servicios a disposición 
del público.

El acceso a los bienes y servicios de carácter público 
vendrá determinado en función de los siguientes ámbitos:

1. Educación.
La Administración educativa facilitará, en los centros 

educativos que se determinen, a las personas usuarias 
de la LSE su utilización como lengua vehicular de 
la enseñanza, así como a las personas sordas, con 
discapacidad auditiva o con sordoceguera usuarias 
de la lengua oral su utilización en dichos centros, y 
adoptarán las siguientes medidas para el acceso a la 
educación en igualdad de oportunidades:

a) Promover programas e iniciativas específicas de 
atención al alumnado universitario sordo, con discapa-
cidad auditiva o con sordoceguera, con el objetivo de 
facilitarle asesoramiento y medidas de apoyo, tanto a 
la comunicación oral como en LSE, en el marco de 
los servicios de atención al alumnado universitario en 
situación de discapacidad.

b) Promover el uso de las nuevas tecnologías de 
la comunicación e información y los sistemas de co-
municación aumentativos y alternativos, en el marco 
de la atención educativa a los alumnos y alumnas con 
necesidades educativas especiales asociadas a sus 
capacidades personales.

c) Proporcionar a los padres y madres o tutores 
legales del alumnado con discapacidad auditiva la 
información suficiente, así como el asesoramiento 
necesario para que puedan optar por el sistema de 
comunicación más adecuado en la educación de sus 
hijos e hijas, en función de los recursos disponibles 
así como de la situación y necesidades personales 

de cada alumno o alumna, y procurando siempre una 
intervención lo más precoz posible.

d) Potenciar que en los proyectos educativos y 
programaciones didácticas de los centros docentes 
que escolaricen alumnado con necesidades educativas 
especiales asociadas a discapacidad auditiva, sea 
contemplado, en su caso, el conocimiento y uso de 
sistemas aumentativos o alternativos a la comunicación 
y de la LSE.

e) Potenciar la formación permanente del profesorado 
tanto en los medios de apoyo a la comunicación oral 
como en la LSE.

2. Salud.
La Administración sanitaria adoptará las siguientes 

medidas para el acceso a la salud en igualdad de 
oportunidades:

a) Potenciar la formación en LSE del personal de 
la Administración sanitaria.

b) Promover la accesibilidad tanto a los servicios 
sanitarios como a los planes, procesos y programas, 
mediante la incorporación de ayudas técnicas y la 
tecnología necesaria.

3. Formación y empleo.
Sin perjuicio de lo establecido en la Sección 3.ª del 

Capítulo III del Título II de la Ley 62/2003, de 30 de di-
ciembre, de medidas fiscales, administrativas y del orden 
social, que regula las medidas en materia de igualdad 
de trato y no discriminación en el trabajo, la presente 
norma garantiza la efectividad del derecho a la igualdad 
de oportunidades de las personas con discapacidad 
auditiva y con sordoceguera en el ámbito del empleo 
y la ocupación.

Específicamente, se fomentará la formación en LSE 
para los trabajadores y trabajadoras de las oficinas del 
Servicio Andaluz de Empleo, así como la formación sobre 
atención a las personas con discapacidad auditiva que 
se comunican en lengua oral o en LSE.

La Administración de la Junta de Andalucía garanti-
zará que la población sorda, con discapacidad auditiva 
y con sordoceguera acceda en términos de igualdad 
al empleo público. Para ello, facilitará en las pruebas 
selectivas la adaptación de tiempos y medios, con la 
disposición de los recursos humanos y materiales, tales 
como intérpretes de LSE, guías-intérpretes, tecnologías 
asistidas y medios de apoyo a la comunicación oral 
que se precisen para la realización de las mismas. 
Del mismo modo, estas medidas se aplicarán en las 
adaptaciones de puestos de trabajo y en los procesos 
de formación.

Las Administraciones locales en Andalucía, las 
entidades instrumentales de cualquiera de las Admi-
nistraciones Públicas Andaluzas y las Universidades 
Públicas, igualmente, garantizarán la accesibilidad en la 
comunicación en sus procesos de ingreso y promoción 
interna, a través de las medidas del apartado anterior, 
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así como en las adaptaciones de puestos de trabajo, 
y en los procesos de formación.

4. Cultura, turismo, deporte y ocio.
Las Administraciones Públicas de Andalucía promove-

rán la aprobación de los planes y programas específicos 
que permitan, mediante intérpretes de LSE, guías-
intérpretes o profesionales de mediación, visitas guiadas 
u otros medios y técnicas idóneos, el acceso y disfrute 
por las personas sordas, con discapacidad auditiva y 
con sordoceguera de los bienes y actividades culturales 
y de las actividades deportivas, turísticas, recreativas y 
de ocio, tales como cines, teatros, espacios naturales 
protegidos, museos de competencia de la Comunidad 
Autónoma, monumentos y demás bienes culturales.

5. Edificaciones.
Las Administraciones Públicas andaluzas y sus 

entidades instrumentales implantarán la aplicación 
avanzada de las tecnologías de la información y las 
telecomunicaciones en los edificios, establecimientos 
e instalaciones utilizados por las mismas y promoverán 
la aplicación de dichas tecnologías en los edificios, es-
tablecimientos e instalaciones de concurrencia pública 
de uso o titularidad privados, con objeto de garantizar 
el uso de la LSE y de los medios de apoyo a la comu-
nicación oral. La instalación o mejora de dispositivos 
adaptados a las necesidades de información, comuni-
cación y telecomunicaciones en el acceso y utilización 
de los espacios públicos urbanizados y edificaciones, 
incluidas las viviendas, serán considerados elementos 
de accesibilidad para las personas sordas, con disca-
pacidad auditiva y con sordoceguera.

6. Bienestar Social.
Las Administraciones Públicas andaluzas compe-

tentes en materia de servicios sociales promoverán la 
adaptación de sus servicios a las necesidades de las 
personas usuarias con discapacidad auditiva. Para ello, 
específicamente se fomentará la formación en LSE del 
personal de los centros de servicios sociales comuni-
tarios, centros de valoración y orientación de personas 
con discapacidad y de los servicios de valoración de 
la situación de dependencia.

Artículo 12. Transportes.

1. En las estaciones de transporte público (terrestre, 
marítimo y aéreo) que sean competencia de la Comunidad 
Autónoma de Andalucía o de la Administración local, y 
que se determinen en razón de la relevancia del tráfico de 
viajeros y viajeras, se promoverá la prestación de servicios 
de intérpretes de LSE y guías-intérpretes, de carácter 
presencial o mediante teleinterpretación, y de medios de 
apoyo a la comunicación oral en los puntos de información 
y atención al público.

2. Se promoverá que la edición o difusión de ins-
trucciones sobre derechos y deberes, normas de fun-

cionamiento o de seguridad en el transporte se realice 
también, siempre que sea posible, en LSE y a través de 
medios de apoyo a la comunicación oral.

3. Las medidas citadas en los párrafos anteriores 
se incorporarán al contenido mínimo de los planes de 
accesibilidad previsto en el apartado 11.1 del Anexo IX 
del Real Decreto 1544/2007, de 23 de noviembre, por el 
que se regulan las condiciones básicas de accesibilidad 
y no discriminación para el acceso y utilización de los 
modos de transporte de personas con discapacidad.

Artículo 13. Relaciones con las Administraciones 
Públicas.

1. La Administración de la Junta de Andalucía, sus 
entidades instrumentales, las Administraciones locales 
y las Universidades procurarán la atención adecuada, el 
respeto al uso de la LSE y a la lengua oral a través de 
los medios de apoyo a la comunicación oral y la forma-
ción del personal, así como las condiciones adecuadas 
de iluminación, tiempos necesarios y señalización de 
los servicios de intérpretes en LSE, guías-intérpretes 
y profesionales de mediación, así como de los medios 
de apoyo a la comunicación oral.

2. Se fomentará la accesibilidad de las personas 
sordas, con discapacidad auditiva y con sordoceguera 
a los servicios de atención telefónica de las Adminis-
traciones Públicas en Andalucía.

3. Se facilitará que los puntos de información que 
no estén atendidos directamente por personal se doten 
de sistemas accesibles de información complementaria, 
tales como sistemas audiovisuales que transmitan la 
información en LSE, y de medios de apoyo a la co-
municación oral, como subtitulación de los sistemas 
audiovisuales.

Artículo 14. Administración de Justicia.

La Administración de la Junta de Andalucía, a través 
de la Consejería competente en materia de provisión de 
medios materiales y personales al servicio de la Adminis-
tración de Justicia, promoverá las condiciones adecuadas 
para la disposición de servicios de intérpretes de LSE, y 
guías-intérpretes y de medios de apoyo a la comunica-
ción oral, con objeto de hacer accesible a las personas 
sordas, con discapacidad auditiva y con sordoceguera, la 
comunicación en los procesos judiciales y extrajudiciales 
de todos los órdenes jurisdiccionales en los que éstas 
intervengan, en aplicación de lo dispuesto en las leyes 
procesales vigentes en cada materia.

Artículo 15. Participación política.

1. De conformidad con lo dispuesto en los artícu-
los 13 y 22 de la Ley 27/2007, de 23 de octubre, los 
poderes públicos, los partidos políticos y los agentes 
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económicos y sociales facilitarán que las informaciones 
institucionales y los programas de emisión gratuita y 
obligatoria en los medios de comunicación, de acuerdo 
con la legislación electoral y sindical, sean plenamente 
accesibles a las personas sordas, con discapacidad 
auditiva o con sordoceguera mediante su emisión o 
distribución en LSE y mediante subtitulación tanto en 
directo como en diferido.

2. El Parlamento de Andalucía y las Entidades loca-
les promoverán la interpretación en LSE y la existencia 
y empleo de los medios de apoyo a la comunicación 
oral y la subtitulación, en aquellas reuniones plenarias 
de carácter público y en cualesquiera otras de interés 
general en que así se determine, cuando haya partici-
pación de personas sordas, con discapacidad auditiva 
y con sordoceguera y lo soliciten previamente.

Artículo 16. Medios de comunicación social, 
telecomunicaciones y sociedad de la información.

1. Las Administraciones Públicas andaluzas garan-
tizarán las medidas necesarias para que los medios de 
comunicación social, de conformidad con lo previsto en 
su regulación específica, sean accesibles a las personas 
sordas, con discapacidad auditiva y con sordoceguera, 
usuarias de la LSE y de la lengua oral. 

2. Las Administraciones Públicas andaluzas pro-
moverán la accesibilidad a las telecomunicaciones a 
través de la incorporación progresiva de la LSE, del 
subtitulado y la audiodescripción, si fuera preciso, y de 
los correspondientes sistemas de acceso a la informa-
ción, en los portales y páginas de Internet de titularidad 
pública o financiados con fondos públicos, así como de 
las empresas que presten servicios al público en general 
de especial trascendencia económica, sometidas a la 
obligación establecida en el artículo 2 de la Ley 56/2007, 
de 28 de diciembre, de Medidas de Impulso de la Socie-
dad de la Información. Esta incorporación cumplirá con 
los estándares de calidad normalizados y afectará, en 
especial, a la información sobre los servicios accesibles 
que se presten.

3. Las Administraciones Públicas andaluzas, en el ámbito 
de sus respectivas competencias, promoverán el impulso, 
desarrollo y aplicación de los estándares de accesibilidad 
para personas con discapacidad y diseño para todos y 
todas, en todos los elementos y procesos basados en 
las nuevas tecnologías de la Sociedad de la Información.

Se fomentará el desarrollo de soportes audiovisuales, 
como materiales didácticos y de difusión e información 
que incluyan la LSE, la subtitulación y la audiodescrip-
ción con objeto de facilitar el acceso y la accesibilidad 
en la Sociedad de la Información y del Conocimiento.

4. En la celebración de Congresos, Jornadas, Sim-
posios, Seminarios y otro tipo de eventos organizados o 
subvencionados por las Administraciones Públicas an-
daluzas y otras entidades, tanto públicas como privadas, 
en los que participen o asistan personas sordas, con 

discapacidad auditiva y con sordoceguera, se facilitará 
su accesibilidad mediante la prestación de servicios 
de intérpretes de LSE, guías-intérpretes o mediante la 
utilización de medios de apoyo a la comunicación oral, 
previa solicitud de las personas interesadas. Asimismo, 
se reservarán espacios adecuados y accesibles para 
estas personas y se garantizarán las condiciones téc-
nicas adecuadas para el desempeño de los puestos 
de interpretación y guía-interpretación.

5. Con objeto de acercar las tecnologías de la in-
formación y comunicación a las personas sordas, con 
discapacidad auditiva y con sordoceguera, se promo-
verá su formación en el manejo de estas tecnologías.

Artículo 17. De la Investigación.

1. La Administración de la Junta de Andalucía im-
pulsará la investigación de la LSE y de los medios de 
apoyo a la comunicación oral, con la colaboración de 
las Universidades Públicas andaluzas, de las entidades 
representantes de las personas sordas, con discapa-
cidad auditiva, con sordoceguera y sus familias, de 
los agentes económicos y sociales, así como de otras 
entidades dedicadas a la investigación.

2. Asimismo, promoverá la investigación sobre 
innovación pedagógica, desarrollo y seguimiento de 
la educación bilingüe para las personas sordas, con 
discapacidad auditiva y con sordoceguera.

3. La Administración de la Junta de Andalucía fo-
mentará la investigación sobre la aplicación de la LSE 
y de los medios de apoyo a la comunicación oral en los 
diversos ámbitos de participación, como son la edu-
cación, empleo, cultura, nuevas tecnologías, sociedad 
de la información y el conocimiento, bienestar social, 
salud y edificación, entre otros. Para ello, contará con 
la opinión de las personas con discapacidad usuarias 
de la LSE y de la lengua oral, a través de sus entidades 
representativas y de sus familias, así como con los 
agentes económicos y sociales.

4. En el desarrollo de proyectos tecnológicos en 
Andalucía, cuyos nuevos productos, bienes y servicios 
incluyan la LSE o medios de apoyo a la comunicación 
oral, se tendrá en cuenta la participación de las entida-
des representativas de las personas con discapacidad 
y de sus familias.

Disposición adicional primera. Comisión Especial 
de Seguimiento de la Ley.

Se creará por Orden de la Consejería competente 
en materia de integración social de las personas con 
discapacidad, una Comisión Especial de Seguimiento en 
el seno del Consejo Andaluz de Atención a las Personas 
con Discapacidad, en la que tendrán representación las 
organizaciones de personas sordas, con discapacidad 
auditiva o con sordoceguera y de sus familias, los re-
presentantes de la Administración local y los agentes 
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económicos y sociales, con el objetivo de impulsar y 
velar por el cumplimiento de las medidas contenidas 
en esta Ley, proponiendo las medidas oportunas para 
su plena eficacia.

En la composición de esta Comisión se respetará 
la representación equilibrada de mujeres y hombres.

Disposición adicional segunda. Garantías de dotación 
estructural.

Los poderes públicos en Andalucía promoverán los 
recursos humanos, técnicos y económicos necesarios 
para ejecutar las medidas de acción positiva objeto de 
esta Ley, así como para desarrollar la transversalidad 
de las políticas públicas en materia de personas sordas, 
con discapacidad auditiva y con sordoceguera.

Disposición adicional tercera. Apoyos técnicos y 
otros medios.

La Administración andaluza, en el ámbito de sus 
competencias, aportará dentro de sus disponibilidades 
presupuestarias financiación a personas y entidades 
para la adquisición de productos de apoyo y medios 
técnicos, así como recursos humanos, que faciliten la 
accesibilidad en la comunicación de las personas con 
discapacidad usuarias de la LSE y de la lengua oral 
en Andalucía.

Este tipo de productos de apoyo, medios técnicos 
y recursos humanos podrá ser objeto de ayudas a 
entidades en Andalucía, destinadas a la adaptación de 
medidas motivadas por ajustes razonables en materia 
de accesibilidad en la comunicación para facilitar el 
acceso, formación y promoción en el puesto de trabajo 
de las personas con discapacidad usuarias de la LSE y 
de la lengua oral. De tales medidas se podrán beneficiar 
tanto las Administraciones Públicas en Andalucía, como 
las entidades representativas de las personas sordas y 
sus familias, las empresas privadas, las entidades sin 
ánimo de lucro y los agentes económicos y sociales.

Disposición adicional cuarta. Sistema arbitral.

La aplicación efectiva del sistema arbitral queda 
sometida a la constitución y puesta en funcionamiento 
de la junta arbitral de igualdad de oportunidades, no 
discriminación y accesibilidad universal de la Comunidad 
Autónoma de Andalucía, conforme a lo dispuesto en 
la normativa estatal.

Disposición adicional quinta. Reproducción de 
normativa estatal.

Los artículos 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 11, 12, 13, 15 y 16 
reproducen, en parte, normas dictadas por el Estado, al 
amparo del artículo 149.1.1.º de la Constitución Española 
y recogidas en la Ley 27/2007, de 23 de octubre, por 

la que se reconocen las lenguas de signos españolas 
y se regulan los medios de apoyo a la comunicación 
oral de las personas sordas, con discapacidad auditiva 
y sordociegas.

Disposición final primera. Desarrollo normativo y 
ejecución.

1. Se autoriza al Consejo de Gobierno de la Junta 
de Andalucía, para dictar cuantas disposiciones resulten 
necesarias para el desarrollo normativo y ejecución 
de lo previsto en la presente Ley de acuerdo con los 
plazos establecidos en la disposición final quinta de la 
Ley 27/2007, de 23 de octubre. El desarrollo reglamen-
tario de esta Ley se llevará a efecto de acuerdo con lo 
dispuesto en los artículos 112 y 119.3 del Estatuto de 
Autonomía para Andalucía y 44 de la Ley 6/2006, de 24 
de octubre, del Gobierno de la Comunidad Autónoma 
de Andalucía.

2. Asimismo, el Consejo de Gobierno elaborará 
específicamente un reglamento que apruebe las normas 
técnicas de accesibilidad y eliminación de las barreras 
en la comunicación en Andalucía.

El desarrollo reglamentario a que hace referencia 
el párrafo anterior deberá llevarse a cabo en el plazo 
máximo de tres años.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

La presente Ley entrará en vigor al mes de su pu-
blicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

Proposición de ley

8-11/PPL-000007, Ley de modificación de la  
Ley 5/1988, de 17 de octubre, de Iniciativa Legis-
lativa Popular y de los Ayuntamientos

Aprobada por el Pleno del Parlamento el día �������������23 de noviem�
bre de 2011, en el transcurso de la sesión celebrada los 
días 23 y 24 del mismo mes y año
Orden de publicación de 28 de noviembre de 2011

LEY DE MODIFICACIÓN DE LA LEY 5/1988, 
DE 17 DE OCTUBRE, DE INICIATIVA LEGISLATIVA 

POPULAR Y DE LOS AYUNTAMIENTOS

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El Estatuto de Autonomía para Andalucía en su ar
tículo 10.3.19.º recoge expresamente, como uno de 
los objetivos básicos de la Comunidad Autónoma, «la 
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participación ciudadana en la elaboración, prestación 
y evaluación de las políticas públicas, así como la 
participación individual y asociada en los ámbitos 
cívico, social, cultural, económico y político, en aras 
de una democracia social avanzada y participativa». 
La legislación constituye un pilar fundamental para el 
desarrollo de estas políticas, por ello el Estatuto, en 
su artículo 30, reconoce la iniciativa legislativa de los 
ciudadanos como parte fundamental de los derechos 
sociales, deberes y políticas públicas reconocidos en 
el Título I. El artículo 111 deriva a una ley el ejercicio 
de este derecho.

En esta línea, el Presidente de la Junta de Andalucía, 
en el debate del estado de la Comunidad celebrado los 
días 29 y 30 de junio de 2011, ofreció un acuerdo para 
recuperar la confianza ciudadana y prestigiar la política. 
Un acuerdo que se pudiera tramitar como Proposición 
de Ley con carácter inmediato. Con este objetivo formuló 
una propuesta para profundizar en los mecanismos de 
participación –consagrada en nuestro Estatuto– de los 
ciudadanos en las tareas legislativas. Esta iniciativa, que 
el Presidente de la Junta de Andalucía denominó «el 
escaño 110», persigue avanzar en la línea de situar a la 
ciudadanía como el eje de toda democracia, que debe 
incorporarse de manera directa al proceso de decisión 
que supone la labor legislativa.

Derivada de esta iniciativa, y como propuesta formu-
lada asimismo por el Presidente de la Junta de Andalucía, 
se constituyó un Grupo de Trabajo sobre determinadas 
modificaciones legislativas y normativas en materia de 
transparencia y calidad democrática. Como resultado 
del trabajo de dicho grupo, y con el refrendo del Pleno 
del Parlamento de Andalucía, se elaboró un conjunto de 
propuestas entre las que se incluyen aquellas destinadas 
a fortalecer la iniciativa legislativa popular, otorgándole a 
la ciudadanía andaluza un cauce de participación más 
directo y eficiente en la vida parlamentaria de nuestra 
Comunidad. Esta modificación debe propiciar, a su vez, 
una modificación del Reglamento del Parlamento de 
Andalucía que posibilite la personación en el mismo de 
un promotor de la iniciativa legislativa popular para su 
presentación y defensa ante la Cámara.

Esta iniciativa, destinada a fortalecer el ejercicio de este 
derecho de participación ciudadana, tiene su marco natural 
en la modificación de la Ley 5/1988, de 17 de octubre, 
de Iniciativa Legislativa Popular y de los Ayuntamientos. 
Así, se produce una sustancial rebaja en el número de 
firmas necesarias para la tramitación de la iniciativa y 
del número de ayuntamientos que pueden promoverla.

Por otro lado, para facilitar el procedimiento de 
recogida de las firmas necesarias para la presentación 
de una iniciativa legislativa popular, se va a posibilitar 
el establecimiento de un sistema de firma electrónica.

Por todo ello se hace necesario modificar los artícu-
los 2, 6.1 y 9.3 de la Ley 5/1988, de 17 de octubre, de 
Iniciativa Legislativa Popular y de los Ayuntamientos, y 
añadir un apartado al artículo 9 de dicha Ley.

Asimismo, para facilitar la comprensión de la norma 
y la claridad del marco legislativo, redundando de esta 
forma en la seguridad jurídica del ciudadano, resulta 
necesario modificar las referencias que la Ley 5/1988, 
de 17 de octubre, de Iniciativa Legislativa Popular y de 
los Ayuntamientos, realiza del Estatuto de Autonomía, 
actualizando dichas referencias al nuevo texto estatutario.

Finalmente se actualiza la unidad contable establecida 
en el artículo 20.2 de la Ley, para resarcir a la comisión 
promotora o a los entes locales interesados de los gastos 
realizados en la difusión de la proposición y en la recogida 
de firmas cuando alcance su tramitación parlamentaria, 
pasando a establecerse en euros».

Artículo primero. Modificación de los artículos 2, 6.1 
y 9.3 de la Ley 5/1988, de 17 de octubre, de Iniciativa 
Legislativa Popular y de los Ayuntamientos.

Se modifican los artículos 2, 6.1 y 9.3 de la Ley 5/1988, 
de 17 de octubre, de Iniciativa Legislativa Popular y 
de los Ayuntamientos, que quedan redactados del 
siguiente modo:

«Artículo 2.

La Iniciativa Legislativa Popular y de los Ayuntamientos 
se ejercerá mediante la presentación ante la Mesa del 
Parlamento de una Proposición de Ley suscrita:

a) Por las firmas de, al menos, 40.000 ciudadanos que 
reúnan los requisitos prescritos en el artículo anterior y 
que se encuentren inscritos en el censo electoral vigente 
el día de presentación de la iniciativa ante la Mesa del 
Parlamento.

b) Por acuerdo, adoptado por mayoría absoluta, de 
los Plenos de veinticinco ayuntamientos de nuestra Co-
munidad, o de diez cuando estos representen al menos 
globalmente a 40.000 electores, de acuerdo con el censo 
autonómico andaluz vigente el día de presentación de 
la iniciativa ante la Mesa del Parlamento».

«Artículo 6.

1. La Iniciativa Legislativa Popular se ejerce mediante 
la presentación de Proposiciones de Ley suscritas por 
las firmas de, al menos, 40.000 electores andaluces, 
autenticadas en la forma que previene la presente Ley».

«Artículo 9.

3. El procedimiento de recogida de firmas deberá 
finalizar con la entrega a la Junta Electoral de Andalucía 
de las firmas recogidas, en el plazo de seis meses a 
contar desde la notificación a que se refiere el apartado 
anterior. Este plazo podrá ser prorrogado en dos me-
ses cuando concurran razones objetivas debidamente 
justificadas, cuya apreciación corresponde a la Mesa 
del Parlamento.

Agotado el plazo, y en su caso la prórroga, sin 
que se haya hecho entrega de las firmas recogidas, 
caducará la iniciativa».
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Artículo segundo. Adición de un apartado al artículo 9 de 
la Ley 5/1988, de 17 de octubre, de Iniciativa Legislativa 
Popular y de los Ayuntamientos.

Se añade un apartado 3 bis al artículo 9 de la 
Ley 5/1988, de 17 de octubre, de Iniciativa Legislativa 
Popular y de los Ayuntamientos, que queda redactado 
del siguiente modo:

«Artículo 9.

3 bis. Reglamentariamente se establecerán los 
requisitos necesarios para que el procedimiento de 
recogida de firmas pueda realizarse a través del sistema 
de firma electrónica».

Artículo tercero. Actualización de las referencias al 
articulado del Estatuto de Autonomía.

Se actualiza la Ley 5/1988, de 17 de octubre, de 
Iniciativa Legislativa Popular y de los Ayuntamientos, 
adaptando las referencias estatutarias al articulado 
del nuevo Estatuto de Autonomía y modificando la 
redacción del siguiente modo:

«Párrafo 4.º de la Exposición de Motivos.

El Estatuto de Autonomía para Andalucía, inspi-
rado en los mismos principios constitucionales antes 
indicados, contiene en su artículo 10 una declaración 
programática de objetivos básicos de la Comunidad, 
entre los que se encuentra el fomento de la calidad 
democrática mediante la facilitación de la participación 
de todos los andaluces en la vida política, económica, 
cultural y social».

«Artículo 1.

Podrán ejercer la iniciativa legislativa prevista en el 
artículo 111.2 del Estatuto de Autonomía para Andalucía, 
conforme a lo dispuesto en la presente Ley:

1. Los ciudadanos que gozando de la condición 
política de andaluces, conforme a lo dispuesto en el 
artículo 5.1 del Estatuto de Autonomía, sean mayores 
de edad y se encuentren inscritos en el Censo Electoral.

2. Los Ayuntamientos comprendidos en el territorio 
de la Comunidad Autónoma de Andalucía».

«Artículo 3.

Están excluidas de la Iniciativa Legislativa regulada 
en esta Ley las siguientes materias:

1. Aquellas que no sean de la competencia legislativa 
de la Comunidad Autónoma.

2. Las de naturaleza tributaria.
3. La planificación económica de la Comunidad 

Autónoma.
4. Las mencionadas en los artículos 187 y 190 del 

Estatuto de Autonomía.
5. Las relativas a la organización de las instituciones 

de autogobierno».

Artículo cuarto. Actualización de la unidad contable 
al euro.

Se actualiza el artículo 20.2 de la Ley 5/1988, de 17 
de octubre, de Iniciativa Legislativa Popular y de los 
Ayuntamientos, utilizando el euro como unidad contable 
y quedando redactado del siguiente modo:

«Artículo 20.

2. Los gastos deberán ser justificados en forma 
por los promotores de la iniciativa. La compensación 
económica no excederá, en ningún caso, de 30.050,60 
euros. Esta cantidad será revisada cada dos años por 
el Parlamento de Andalucía».

Disposición final.

Las disposiciones finales primera y segunda de 
la Ley 5/1988 quedarán numeradas como segunda y 
tercera respectivamente.

La nueva disposición final primera queda redactada 
como sigue:

«Disposición final primera.

Las modificaciones realizadas en la presente Ley que 
afecten a la composición y funcionamiento del Parlamento 
de Andalucía darán lugar a la adecuación normativa del 
Reglamento de la Cámara. En particular se determinará 
el procedimiento para articular la participación de las 
personas promotoras de las Iniciativas Legislativas 
Populares en la presentación y defensa en el Pleno de 
la Cámara y en el seguimiento de los debates, en la 
forma que reglamentariamente se establezca, para que 
resulte equivalente a la de diputados y diputadas en las 
Proposiciones de Ley, así como su participación en la 
oportuna Comisión parlamentaria».

8-11/PPL-000008, Ley de modificación de la 
Ley 1/1986, de 2 de enero, Electoral de Anda-
lucía; la Ley 2/2005, de 8 de abril, por la que 
se regula el estatuto de los ex presidentes de 
la Junta de Andalucía, y la Ley 3/2005, de 8 de 
abril, de Incompatibilidades de Altos Cargos de 
la Administración de la Junta de Andalucía y de 
Declaración de Actividades, Bienes e Intereses 
de Altos Cargos y otros Cargos Públicos

Aprobada por el Pleno del Parlamento el día �������������23 de noviem�
bre de 2011, en el transcurso de la sesión celebrada los 
días 23 y 24 del mismo mes y año
Orden de publicación de 28 de noviembre de 2011
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LEY DE MODIFICACIÓN DE LA LEY 1/1986, DE 2 DE 
ENERO, ELECTORAL DE ANDALUCÍA; LA LEY 2/2005, 

DE 8 DE ABRIL, POR LA QUE SE REGULA EL 
ESTATUTO DE LOS EX PRESIDENTES DE LA JUNTA 
DE ANDALUCÍA, Y LA LEY 3/2005, DE 8 DE ABRIL, 

DE INCOMPATIBILIDADES DE ALTOS CARGOS DE LA 
ADMINISTRACIÓN DE LA JUNTA DE ANDALUCÍA Y DE 

DECLARACIÓN DE ACTIVIDADES, BIENES E INTERESES 
DE ALTOS CARGOS Y OTROS CARGOS PÚBLICOS

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El artículo 46 del Estatuto de Autonomía para Andalucía 
establece la competencia exclusiva de la Comunidad 
Autónoma en todo lo referente a la organización y 
estructura de sus instituciones de autogobierno, así 
como de las normas y procedimientos electorales para su 
constitución, en el marco del régimen electoral general.

Para mejorar el funcionamiento de nuestras ins
tituciones de tal forma que sean más transparentes y 
cercanas a la ciudadanía, combatiendo el desapego 
creciente que muestra la ciudadanía hacia la actividad 
política y hacia aquellos que la ejercen, en el debate del 
estado de la Comunidad del 29 y 30 de junio de 2011, el 
Presidente de la Junta de Andalucía ofreció un acuerdo 
para recuperar la confianza ciudadana y prestigiar 
la política. Un acuerdo que se pudiera tramitar como 
proposición de ley de carácter inmediato.

Derivada de esta iniciativa, y como propuesta 
formulada, asimismo, por el Presidente de la Junta de 
Andalucía, se constituyó un Grupo de Trabajo sobre 
determinadas modificaciones legislativas y normativas 
en materia de transparencia y calidad democrática. 
Resultado de dicho grupo, y con el refrendo del Pleno 
del Parlamento de Andalucía, se concretó un conjunto 
de propuestas para reforzar las incompatibilidades de 
parlamentarios y altos cargos de la Administración, 
reforzar sus obligaciones en materia de transparencia de 
sus actividades e ingresos, así como modificar el estatuto 
de los ex presidentes de la Junta de Andalucía.

Las normas y procedimientos electorales se encuen-
tran regulados en la Ley 1/1986, de 2 de enero, Electoral 
de Andalucía, que ha sido modificada puntualmente en 
materia de inelegibilidades e incompatibilidades para 
adaptar la normativa electoral a la realidad institucional 
de la Junta de Andalucía.

Actualmente, entendiendo la política como un servicio 
público imprescindible en nuestro sistema democrático 
y siguiendo la línea de profundizar en la transparencia 
y plena dedicación que los parlamentarios deben a la 
ciudadanía, el artículo 6.2 de la Ley Electoral debe ser 
modificado para atender a las nuevas necesidades 
de la sociedad andaluza, pues la política debe ser 
ejercida con lealtad a los intereses generales y desde 
una objetividad y rigor que solo la plena dedicación 
puede otorgarle.

En esta misma línea, se establece la incompatibilidad 
de percibir cualquier retribución o asignación, pública 
o privada, al margen de las retribuciones como 
parlamentario y las expresamente previstas en la 
legislación, y la incorporación a las declaraciones públicas 
que deben realizar los parlamentarios de sus retribuciones 
y las relaciones en materia de contratación con todas 
las Administraciones de sus familiares directos.

La aprobación de la Ley 2/2005, de 8 de abril, por 
la que se regula el estatuto de los ex presidentes de la 
Junta de Andalucía reconoció el fundamental papel des-
empeñado en la consolidación de la democracia y en el 
desarrollo de Andalucía por aquellas personas que han 
ejercido la más alta responsabilidad política de nuestra 
Comunidad Autónoma. De acuerdo con las recomenda-
ciones del grupo de trabajo, se suprimen los artículos 2  
y 3 de esta Ley, eliminando la asignación mensual prevista 
en los mismos.

Finalmente, en aras de una mayor transparencia de los 
asuntos públicos, se procede a modificar la Ley 3/2005, 
de 8 de abril, de Incompatibilidades de Altos Cargos de la 
Administración de la Junta de Andalucía y de Declaración 
de Actividades, Bienes e Intereses de Altos Cargos y otros 
Cargos Públicos, obligando a todos los altos cargos a 
incluir en la declaración de actividades, bienes e intereses 
sus retribuciones y relaciones en materia de contratación 
con todas las Administraciones de sus familiares directos. 
Asimismo se adecuan la Exposición de Motivos, la tipi-
ficación de infracciones y el régimen sancionador a las 
nuevas obligaciones.

Asimismo, para facilitar la comprensión de la norma y 
la claridad del marco legislativo, redundando de esta forma 
en la seguridad jurídica del ciudadano, resulta necesario 
modificar las referencias que la Ley 1/1986, de 2 de enero, 
Electoral de Andalucía y la Ley 3/2005, de 8 de abril, de 
Incompatibilidades de Altos Cargos de la Administración 
de la Junta de Andalucía y de Declaración de Actividades, 
Bienes e Intereses de Altos Cargos y otros Cargos Públicos 
realizan del Estatuto de Autonomía, actualizando dichas 
referencias al nuevo texto estatutario.

Artículo primero. Modificación del artículo 6.2 de la 
Ley 1/1986, de 2 de enero, Electoral de Andalucía.

Se modifica el artículo 6.2 de la Ley 1/1986, de 2 de 
enero, Electoral de Andalucía, que queda redactado 
del siguiente modo:

«Artículo 6.

2. Además de los comprendidos en el artículo 155.2 a), 
b), c) y d) de la Ley Orgánica del Régimen Electoral 
General, son incompatibles:

a) Los Diputados del Congreso.
b) Los Diputados del Parlamento Europeo.
c) Los Alcaldes, los Presidentes de Diputación Provin-

cial y los Presidentes de mancomunidades de municipios.
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d) Los Jefes de los Gabinetes de los miembros del 
Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía.

e) Los titulares de las Autoridades Portuarias de-
signados por la Comunidad Autónoma de Andalucía.

f) Los miembros del Consejo de Administración de la 
Empresa Pública de la Radio y Televisión de Andalucía.

g) Los Presidentes de los Consejos de Administración, 
Consejeros, Administradores, Directores Generales, 
Gerentes y cargos equivalentes y, en general, los 
miembros de órganos unipersonales y colegiados de 
entes públicos, cualquiera que sea su denominación, 
incluidos los entes descentralizados con personalidad 
jurídica propia previstos en la legislación de Régimen 
Local, consorcios, fundaciones y empresas en los que 
sea mayoritaria la representación o participación, directa 
o indirecta, del sector público, salvo que desempeñaran 
tal función en su condición de Consejero del Gobierno, 
miembro de Corporación Local, o su elección o desig
nación corresponda directamente al Parlamento de 
Andalucía. No obstante lo anterior, la Cámara podrá 
compatibilizar la actividad parlamentaria con el ejercicio 
de funciones públicas honoríficas de carácter excepcional 
y por tiempo limitado.

h) Los cargos mencionados en la letra anterior de 
entidades de crédito o aseguradoras o de cualesquiera 
sociedades o entidades que tengan un objeto fundamen-
talmente financiero y hagan apelación públicamente al 
ahorro y al crédito, con la excepción de los miembros 
de las Asambleas Generales de las Cajas de Ahorro 
que sean elegidos por el Parlamento de Andalucía».

Artículo segundo. Modificación del artículo 6.4 de 
la Ley 1/1986, de 2 de enero, Electoral de Andalucía.

Se modifica el artículo 6.4 de la Ley 1/1986, de 2 
de enero, Electoral de Andalucía, que queda redactado 
del siguiente modo:

«4. De acuerdo con lo establecido en el apartado 
anterior, la condición de Diputado del Parlamento de 
Andalucía es incompatible con el ejercicio de la función 
pública y con el desempeño de cualquier otro puesto que 
figure al servicio o en los presupuestos de los órganos 
constitucionales, de las Administraciones públicas, sus 
organismos y entes públicos, empresas con participación 
pública directa o indirecta mayoritaria, o con cualquier 
actividad por cuenta directa o indirecta de los mismos. 
En cualquier caso, no podrán percibir más de una re-
tribución con cargo a sus presupuestos, sin perjuicio 
de las dietas y gastos de desplazamiento que en cada 
caso correspondan por las actividades que pudieran 
ser declaradas compatibles, sin que estas puedan 
superar el 10% en cómputo anual de las percepciones 
que como retribución fija y periódica devenguen como 
Diputados del Parlamento de Andalucía.

Se exceptúa de lo dispuesto en el párrafo anterior a 

los altos cargos que ostenten la condición de Diputado, 
quienes en ningún caso podrán percibir retribución o 
percepción de cantidad alguna que por cualquier concepto 
pudiera corresponderles por su condición de Diputado.

No obstante lo dispuesto en el párrafo primero del 
presente apartado, los parlamentarios que reúnan la con-
dición de profesores universitarios podrán colaborar, en 
el seno de la Universidad, en actividades a tiempo parcial 
de docencia o investigación de carácter extraordinario 
que no afecten a la dirección y control de los servicios.

Asimismo son incompatibles las retribuciones como 
Diputado con cualquier otra retribución o asignación 
que puedan percibir de origen público o privado, así 
como con la percepción, durante el ejercicio del man-
dato parlamentario, de pensiones de derechos pasivos 
o de cualquier régimen de Seguridad Social público y 
obligatorio. El derecho al devengo de dichas pensio-
nes se recuperará automáticamente desde el mismo 
momento de extinción de la condición de Diputado, de 
acuerdo con lo dispuesto en la normativa reguladora 
del citado régimen».

Artículo tercero. Modificación del artículo 6.7 de la 
Ley 1/1986, de 2 de enero, Electoral de Andalucía.

Se modifica el artículo 6.7 de la Ley 1/1986, de 2 
de enero, Electoral de Andalucía, que queda redactado 
del siguiente modo:

«7. Los Diputados, con arreglo a lo que determine 
el Reglamento de la Cámara, estarán obligados a 
formular declaración de todas las actividades que puedan 
constituir causa de incompatibilidad, conforme a lo 
establecido en esta Ley, y de cualesquiera otras actividades 
que les proporcionen o puedan proporcionar ingresos 
económicos, así como de sus bienes patrimoniales, 
intereses y retribuciones íntegras que puedan percibir 
por el desempeño de actividades compatibles, tanto al 
adquirir como al perder su condición de parlamentarios, así 
como cuando se modifiquen sus circunstancias. Asimismo 
formularán declaración de las relaciones, en materia de 
contratación con todas las Administraciones públicas y 
entes participados, de los miembros de la unidad familiar, 
entendida de acuerdo con lo establecido en la Ley 35/2006, 
de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas y de modificación parcial de las leyes 
de los Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de 
no Residentes y sobre el Patrimonio.

Las declaraciones sobre actividades, bienes, intereses 
y retribuciones se formularán por separado conforme 
a los modelos que apruebe la Mesa de la Cámara y 
pasarán a formar parte de un Registro de Actividades, 
Bienes, Intereses y Retribuciones constituido en la 
Cámara bajo la dependencia directa de su Presidente, 
a los efectos del presente artículo y a los que determine 
el Reglamento de la Cámara.

La declaración de actividades incluirá:
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a) Cualesquiera actividades que se ejercieran y que 
puedan constituir causa de incompatibilidad conforme 
a lo establecido en esta Ley.

b) Las que, con arreglo a la Ley, puedan ser de 
ejercicio compatible.

c) En general, cualesquiera actividades que propor
cionen o puedan proporcionar ingresos económicos.

d) Las relativas a materia de contratación con todas 
las Administraciones públicas y entes participados 
de los miembros de la unidad familiar, entendida de 
acuerdo con lo establecido en la Ley 35/2006, de 28 
de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas y de modificación parcial de las leyes 
de los Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de 
no Residentes y sobre el Patrimonio.

El Registro de Actividades, Bienes, Intereses y Re-
tribuciones tendrá carácter público. El contenido de las 
declaraciones inscritas en este Registro se publicará 
en el Boletín Oficial del Parlamento de Andalucía y en 
el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía, y estará 
disponible en Internet.

La instrucción y la resolución de todos los pro-
cedimientos relativos al mencionado Registro y a las 
actividades de los Diputados corresponderán a los 
órganos parlamentarios que determine el Reglamento 
de la Cámara.

La resolución sobre supuestos de posible incompati-
bilidad de los Diputados corresponde al Pleno, siguiendo 
el procedimiento y con los efectos establecidos en el 
Reglamento de la Cámara.

Declarada por el Pleno la reiteración o continuidad 
en las actividades a que se refiere el apartado a) o en 
la prestación de servicios a que alude el apartado c) 
del número 5 de este artículo, la realización ulterior de 
las actividades o servicios indicados llevará consigo la 
renuncia al escaño, a lo que se dará efectividad en la 
forma que determine el Reglamento de la Cámara».

Artículo cuarto. Modificación de la Ley 1/1986, de 2 de 
enero, Electoral de Andalucía, para la actualización de 
las referencias al articulado del Estatuto de Autonomía.

Se actualiza la Ley 1/1986, de 2 de enero, Electoral 
de Andalucía, adaptando las referencias estatutarias 
al articulado del nuevo Estatuto de Autonomía y mo-
dificando la redacción del siguiente modo:

«Exposición de Motivos.

I. Párrafo primero:
El artículo 46.2.ª del Estatuto de Autonomía para 

Andalucía atribuye a la Comunidad Autónoma com-
petencias exclusivas sobre normas y procedimientos 
electorales para la constitución de sus instituciones 
de autogobierno, en el marco del régimen electoral 
general».

«Artículo 2.

Son electores todos los que, gozando del derecho de 
sufragio activo, tengan la condición política de andalu-
ces conforme al artículo 5 del Estatuto de Autonomía».

«Artículo 16.

De conformidad con el artículo 104.1 del Estatuto de 
Autonomía, la circunscripción electoral es la provincia».

Artículo quinto. Se suprimen los artículos 2 y 3 y se 
renumera el artículo 4 de la Ley 2/2005, de 8 de abril, 
por la que se regula el estatuto de los ex presidentes 
de la Junta de Andalucía.

Se suprimen los artículos 2 y 3 y se renumera el 
artículo 4, que pasa a ser el artículo 2 de la Ley 2/2005, 
de 8 de abril, por la que se regula el estatuto de los ex 
presidentes de la Junta de Andalucía.

Artículo sexto. Modificación del título de la Ley 3/2005, 
de 8 de abril, de Incompatibilidades de Altos Cargos de la 
Administración de la Junta de Andalucía y de Declaración 
de Actividades, Bienes e Intereses de Altos Cargos y 
otros Cargos Públicos; de su Exposición de Motivos, y 
de los artículos 1, 2.2, 11, 12.2, 13, 14.1, 15.2.c), 15.3 
y 21 y el título del Capítulo III.

Se modifica el título de la Ley 3/2005, de 8 de abril, de 
Incompatibilidades de Altos Cargos de la Administración 
de la Junta de Andalucía y de Declaración de Actividades, 
Bienes e Intereses de Altos Cargos y otros Cargos 
Públicos, que queda intitulada del siguiente modo:

«Ley 3/2005, de 8 de abril, de Incompatibilidades 
de Altos Cargos de la Administración de la Junta de 
Andalucía y de Declaración de Actividades, Bienes, 
Intereses y Retribuciones de Altos Cargos y otros 
Cargos Públicos».

Se actualiza la Exposición de Motivos de la Ley 3/2005, 
de 8 de abril, de Incompatibilidades de Altos Cargos de 
la Administración de la Junta de Andalucía y de Decla-
ración de Actividades, Bienes, Intereses y Retribuciones 
de Altos Cargos y otros Cargos Públicos, adaptando la 
referencia estatutaria al articulado del nuevo Estatuto 
de Autonomía y modificando la redacción.

Se modifica el párrafo primero de la Exposición 
de Motivos, que queda redactado del siguiente modo:

«El artículo 121 del Estatuto de Autonomía para 
Andalucía, de conformidad con el artículo 148.1.1.ª 
de la Constitución Española prescribe: «El régimen 
jurídico y administrativo del Consejo de Gobierno y 
el estatuto de sus miembros serán regulados por Ley 
del Parlamento de Andalucía, que determinará las 
causas de incompatibilidad de aquellos. El Presidente 
y los Consejeros no podrán ejercer actividad laboral, 
profesional o empresarial alguna».
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Se modifican asimismo los párrafos octavo y noveno 
de la Exposición de Motivos, que quedan redactados 
del siguiente modo:

«Por otra parte, se establece un nuevo régimen 
de declaraciones sobre actividades, bienes, intereses 
y retribuciones, no solo para los altos cargos, sino 
también para otros cargos públicos. El contenido de 
dichas declaraciones será objeto de una publicación en 
el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía y, además, 
estará disponible en Internet para todos los ciudadanos. 
Con ello se persigue alcanzar la máxima transparencia 
en esta materia.

Por último, se regula detalladamente el régimen 
sancionador derivado de la inobservancia de la Ley 
tanto en materia de incompatibilidades como en la de 
la declaración de las actividades, bienes, intereses y 
retribuciones. En este sentido, se tipifican las infraccio-
nes y sanciones correspondientes, pudiendo conllevar 
estas el cese inmediato del infractor y la imposibilidad 
de ser nombrado para el desempeño de alto cargo por 
un periodo de tiempo de hasta diez años».

Asimismo se modifican los artículos 1, 2.2, 11, 12.2, 
13, 14.1, 15.2.c), 15.3 y 21 y el título del Capítulo III de la 
citada Ley, que quedan redactados del siguiente modo:

«Artículo 1. Objeto.

La presente Ley regula el régimen de incompatibili-
dades de altos cargos de la Administración de la Junta 
de Andalucía, así como la declaración de actividades, 
bienes, intereses y retribuciones de los altos cargos y 
de otros cargos públicos».

«Artículo 2. Ámbito de aplicación.

2. A los efectos de la aplicación del régimen de 
declaración de actividades, bienes, intereses y retri-
buciones previsto en esta Ley, se consideran otros 
cargos públicos:

a) Los Consejeros electivos del Consejo Consul-
tivo de Andalucía que desempeñen sus funciones sin 
exclusividad.

b) El Presidente del Consejo Económico y Social 
de Andalucía.

c) Los representantes de la Junta de Andalucía en las 
Cajas de Ahorro y demás entidades de carácter financiero, 
siempre que desempeñen funciones ejecutivas».

«Capítulo III. Declaración de actividades, bienes, 
intereses y retribuciones».

 «Artículo 11. Obligación de declaración de actividades, 
bienes, intereses y retribuciones.

Los altos cargos y otros cargos públicos estarán 
obligados, conforme se establezca reglamentariamente, 

a formular declaración de sus actividades, bienes, 
intereses y retribuciones.

Dicha declaración se extenderá, conforme se 
establezca reglamentariamente, a las relaciones en 
materia de contratación con todas las Administraciones 
públicas y entes participados de los miembros de la 
unidad familiar de los altos cargos y otros cargos públicos, 
de acuerdo con lo establecido en la Ley 35/2006, de 28 de 
noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas y de modificación parcial de las leyes de los 
Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de no 
Residentes y sobre el Patrimonio».

«Artículo 12. Plazo para efectuar la declaración y 
obligación de aportar copia de la declaración del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas.

2. Los altos cargos y otros cargos públicos deberán 
aportar copia de la declaración del Impuesto sobre la Renta 
de las Personas Físicas y, en su caso, del Impuesto sobre 
el Patrimonio, de cada ejercicio económico, que no serán 
objeto de la publicidad establecida en el artículo 14, para el 
Registro de Actividades, Bienes, Intereses y Retribuciones, 
durante el mes siguiente al de la finalización del plazo en 
que aquellas deban presentarse ante la Administración 
Tributaria».

 «Artículo 13. Registro de Actividades, Bienes, Intereses 
y Retribuciones.

Las declaraciones, a las que se refieren el presente 
Capítulo y el artículo 10, se inscribirán en el Registro 
de Actividades, Bienes, Intereses y Retribuciones 
constituido en la Consejería competente por razón de 
la materia».

«Artículo 14. Publicidad del Registro.

1. El Registro de Actividades, Bienes, Intereses y 
Retribuciones al que se alude en el artículo anterior 
será público».

«Artículo 15. Infracciones.

1. A efectos de esta Ley, se consideran infracciones 
muy graves:

a) El incumplimiento, por los titulares de altos cargos, de 
las normas sobre incompatibilidades y sobre abstención 
e inhibición, a que se refieren los artículos 3 y 6, y 7, 
respectivamente, de la presente Ley, cuando se haya 
producido daño manifiesto a la Administración de la 
Junta de Andalucía.

b) La falsedad de los datos y documentos que deben 
ser presentados conforme a lo establecido en esta Ley.

c) La omisión de datos y documentos que sean 
relevantes por su importancia o trascendencia social, y 
que deban ser presentados conforme a lo establecido 
en esta Ley.
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2. Se consideran infracciones graves:
a) El incumplimiento, por los titulares de altos cargos, de 

las normas sobre incompatibilidades y sobre abstención 
e inhibición, a que se refieren los artículos 3 y 6, y 7, 
respectivamente, de la presente Ley, y no constituyan 
infracción muy grave de las previstas en la letra a) del 
apartado anterior.

b) La omisión de datos y documentos que deban 
ser presentados conforme a lo previsto en esta Ley y 
no constituyan infracción muy grave de las previstas 
en la letra c) del apartado anterior.

c) La no declaración de actividades, bienes e intereses 
y retribuciones, en el correspondiente Registro, tras el 
requerimiento para ello.

d) La comisión de dos infracciones leves en el 
periodo de un año.

3. Se considera infracción leve:
La no declaración de actividades, bienes e intereses 

en el correspondiente Registro, dentro de los plazos 
establecidos, cuando se subsane tras el requerimiento 
que se formule al efecto».

«Artículo 21. Órganos competentes del procedimiento 
sancionador.

1. El órgano competente para la incoación será el 
Consejo de Gobierno cuando los altos cargos sean 
miembros del Consejo de Gobierno, y el titular de 
la Consejería que tenga atribuidas las funciones en 
materia de incompatibilidades de altos cargos de la 
Administración de la Junta de Andalucía y de declaración 
de actividades, bienes, intereses y retribuciones de altos 
cargos y de otros cargos públicos en los demás casos.

2. La instrucción de los correspondientes proce
dimientos se realizará por quien designe el Consejo de 
Gobierno cuando los posibles infractores sean miembros 
del Consejo de Gobierno, y por el titular de la Consejería 
que tenga atribuidas las funciones en materia de 
incompatibilidades de altos cargos de la Administración 
de la Junta de Andalucía y de declaración de actividades, 
bienes, intereses y retribuciones de altos cargos y de 
otros cargos públicos en los demás casos.

3. Corresponde al Consejo de Gobierno la imposición 
de sanciones por infracciones muy graves y, en todo 
caso, cuando el alto cargo tenga la condición de miembro 
del Consejo de Gobierno. La imposición de sanciones 

por infracciones graves o leves corresponderá al titular 
de la Consejería que tenga atribuidas las funciones en 
materia de incompatibilidades de altos cargos de la 
Administración de la Junta de Andalucía y de declaración 
de actividades, bienes, intereses y retribuciones de altos 
cargos y de otros cargos públicos».

DISPOSICIONES FINALES

Primera.

Las modificaciones en la Ley 1/1986, Electoral de 
Andalucía, que afecten a la composición y funcionamiento 
del Parlamento de Andalucía, darán lugar a la adecua-
ción normativa del Reglamento de la Cámara.

Segunda.

El régimen de incompatibilidades y declaraciones 
establecido en la Ley 1/1986, de 2 de enero, Electoral 
de Andalucía, modificado por la presente Ley, será de 
aplicación a partir del primer proceso de elecciones 
al Parlamento de Andalucía que se convoque con 
posterioridad a su entrada en vigor.

Tercera.

1. El Consejo de Gobierno aprobará un Reglamento 
que desarrolle las modificaciones establecidas en la 
Ley 3/2005, de Incompatibilidades de Altos Cargos 
de la Administración de la Junta de Andalucía y de  
Declaración de Actividades, Bienes e Intereses de Altos 
Cargos y otros Cargos Públicos, en el plazo máximo 
de seis meses desde la entrada en vigor de la misma.

2. Los altos cargos y otros cargos públicos a los que 
se refiere la presente Ley estarán obligados a efectuar 
las declaraciones reguladas en los artículos 10 y 11 en 
el plazo de dos meses desde la entrada en vigor del 
citado Reglamento.

3. Se autoriza al Consejo de Gobierno para dictar 
cuantas disposiciones sean precisas para el desarrollo 
y ejecución de lo previsto en la presente Ley.
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